






 
Señor 

JUEZ 60 ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 

DEMANDANTE: SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO Y OTRAS 

RADICADO:   11001334306020210011800 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en 

calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos 

Jurídicos, debidamente designada mediante Oficio 20181500002733 del 04 de abril 

de 2018, en los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL 

DE LA NACIÓN, mediante el artículo octavo de la Resolución N° 0-0303 del 20 de 

marzo de 2018, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto 

que confiero poder especial, amplio y suficiente al Doctor FERNANDO GUERRERO 

CAMARGO, abogado en ejercicio, portador de la C.C. No. 74.081.042, T.P. 

No.175.510 del C.S.J. para que represente a la FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN en el proceso de la referencia. 

 

El Doctor FERNANDO GUERRERO CAMARGO, queda investido de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, 

sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y 

extraordinarios y en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal 

desarrollo del presente mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería al Doctor FERNANDO 

GUERRERO CAMARGO en los términos y para los fines que confiere el presente 

poder. 

 
El correo institucional del abogado es fernando.guerrero@fiscalia.gov.co, el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 

FERNANDO GUERRERO CAMARGO 

C. C. No. 74.081.042 
T. P.  No. 175.510  del C. S. J. 
 

 
Elaboró Rocio Rojas R.- 

21-7-21 

mailto:fernando.guerrero@fiscalia.gov.co
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Señor:  
JUEZ SESENTA (60) ADMINISTRATIVO ORAL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. – 
SECCIÓN TERCERA. 
Sede Judicial del CAN – Carrera 57 Nº 43 – 91 Piso 5º  
E. S. D.  

 
ACCIÓN:   REPARACIÓN DIRECTA 
RADICADO:  11001 3343 060 2021 00118-00 
DEMANDANTE: SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO Y OTROS.  
DEMANDADO:              NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO.  
 
FERNANDO GUERRERO CAMARGO, domiciliado en la ciudad de Bogotá, identificado con la cédula 
de ciudadanía Nº 74.081.042 de Sogamoso, D.C., con Tarjeta Profesional Nº 175.540 del Consejo 
Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderada especial de la FISCALÍA GENERAL DE 
LA NACIÓN, conforme al poder adjunto, por medio del presente escrito, de manera oportuna procedo 
a CONTESTAR la demanda que, en ejercicio del medio de control de reparación directa, a través de 
apoderado, instauran el señora SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO Y OTROS. 
 

1. OPORTUNIDAD DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 
Dentro del término establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del 
C.G.P., procedo a contestar la presente demanda. La demanda fue notificada electrónicamente el 
dieciséis (16) de julio de 2021. 
 

2. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 

 
 
RESPECTO DE LOS HECHOS me atengo a lo que resulte probado en legal forma dentro del trascurso 
normal del proceso, y que tengan que ver con las actuaciones desplegadas por la entidad que 
represento, esto es Fiscalía General de la Nación. 
 
Lo anterior como quiera que el apoderado del demandante incumplió con lo ordenado en el numeral 
2.2 y el numeral 6 del auto que admite la demanda, que ordena: pues Conforme al artículo 78 
numeral 14 de la Ley 1564 de 2012 y el parágrafo del artículo 9 del Decreto 806 de 2020, les asiste a 
las partes el deber de enviar a su contraparte y demás sujetos procesales un ejemplar de los 
memoriales que llegasen a presentar en el proceso, de lo cual, deberán aportar constancia al Juzgado 
del envío del respectivo memorial. 
 
Esto como quiera que al momento de dar contestación a la presente demanda, no se evidencia que el 
apoderado de la contraparte abogado Hermes José Cárdenas Alvarado, hubiese allegado por medio 
de los canales estipulados por la entidad para tal fin, los memoriales, anexos y demás documentos 
como lo es, la parte penal del proceso, el acta emitida por la procuraduría donde se constate que se 
agotó la etapa prejudicial como requisito y de ser el caso, en que tiempo se agotó esta instancia 
procesal, y demás documentos que comprueben el daño caudado en contra de la señora SANDRA 
ROCIO SUAREZ HUERFANO. 
   
 
Ahora bien, el apoderado del demandante, hace un relato sobre los hechos de donde se puede extraer 
que efectivamente, la señora SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO fue capturada por el delito de 
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HOMICIDIO, esta captura se generó en flagrancia, después que la comunidad y varios testigos 
presenciales como los vecinos del sector a unísono, señalaran a la hoy demandante como la 
perpetradora del homicidio de la joven WENWY TRUJILLO Q.E.P.D,  quien falleció por causa de varias 
heridas con arma corto punzante en su pecho. Por tal motivo el Juez con Funciones de Control de 
Garantías, legalizó su captura, imputo cargos y finalmente resolvió imponer medida de aseguramiento, 
pues consideró que era un peligro para la sociedad en general. 
 
Recordemos que captura se dio en FLAGRANCIA al ser señalada por los VECINOS como la autora 
de la muerte de la víctima, por lo que los policiales que atendieron el caso, la condujeron ante las 
autoridades competentes para que se legalizara su captura. 
 
Es por estos hechos que después de ser capturada y puesta a disposición de mi representada es 
llevada ante el Juez de Garantías, quien legaliza su captura e impone medida de aseguramiento. 
 
Posteriormente se realiza un todo un debate probatorio donde se llevaron a cabo cada una de las 
etapas del Juicio, se valoraron los deferentes testimonios de personas que aseveraron que la hoy 
demandante era quien con un arma corto punzante, terminó con la vida de WENWY TRUJILLO 
Q.E.P.D, pero por vencimiento de términos en etapa de jueces, se terminó originando su libertad, mas 
no porque exista una sentencia en la que se indique su absolución por los delitos enrostrados. 
 
Señor Juez, la libertad por vencimiento de términos no es equivalente a una sentencia absolutoria, 
según los hechos tampoco existió un reproche por las actuaciones desplegadas por parte de mi 
representada ni del aparato judicial colombiano, todo lo contrario, conforme se narran los hechos es 
claro que la labor de mi la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, fue coherente, ajustada a derecho y 
con apego a nuestras normas constitucionales. 
 
 

2.1 RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR PRIVACIONES INJUSTAS DE LA LIBERTAD 
 
De acuerdo con el artículo 28 de la Carta Política, la libertad personal, como valor superior, solo admite 
limitación en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades 
legales y por motivos previamente definidos en la ley. Principio integrante del derecho a la libertad es 
el de la presunción de inocencia, que se manifiesta en que toda persona sindicada de cometer un 
delito está eximida de presentar pruebas que demuestren su inocencia y por tanto son las autoridades 
judiciales competentes las que tienen el deber de obtener las pruebas que acrediten la responsabilidad 
de cada sujeto imputado (carga de la prueba). Dicha presunción, que se encuentra establecida en la 
Constitución Política, aparece además en la Ley 74 de 1968, artículo 11 (que ratificó el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos) y en la Ley 16 de 1974, artículo 8º (por la cual se ratificó 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José); pero también ha sido 
siempre consagrada en el Código de Procedimiento Penal. El artículo 90 de la Constitución Política2, 
contiene lo que se ha dado en llamar por la doctrina y la jurisprudencia nacional, el estatuto de 
responsabilidad civil contractual y extracontractual del Estado o cláusula general de responsabilidad 
estatal. El daño antijurídico no tiene una definición constitucional expresa, por lo cual se lo ha 
considerado como un concepto jurídico parcialmente indeterminado; sin embargo, también ha sido 
considerado desde la constitución española (artículo 106), por la doctrina y la jurisprudencia como 
aquel perjuicio que es ocasionado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. 
 
Con relación a la imputabilidad, elemento indispensable –aunque no siempre suficiente– para la 
imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este 
sea efecto del primero. Bajo este entendido, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, 
de que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en ejercicio del 
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servicio público o en nexo con él. En 1996 entró en vigencia la Ley 270 de 1996 o Ley Estatutaria de 
la Administración de Justicia (LEAJ), que introdujo en el ámbito de la responsabilidad civil 
extracontractual del Estado, en desarrollo del artículo 90 de la Constitución Política, el título de 
imputación o régimen de responsabilidad el denominado privación injusta de la libertad (artículo 68 
Ley 270 de 1996), entre otros (artículo 65 y subsiguientes ibídem).   
 
 
Por otra parte, la Corte Constitucional en sentencia SU-072 de 2018, a través de la cual desarrolló la 
interpretación constitucional del régimen de responsabilidad del Estado en los casos de privación de 
la libertad concluyó lo siguiente: 
 
“105. Esta Corporación comparte la idea de que en dos de los casos deducidos por el Consejo de 
Estado –el hecho no existió o la conducta era objetivamente atípica– es posible predicar que la 
decisión de privar al investigado de su libertad resulta irrazonable y desproporcionada, luego, para 
esos eventos es factible aplicar un título de atribución de carácter objetivo en el entendido de que el 
daño antijurídico se demuestra sin mayores esfuerzos. (…) 106. Así las cosas, los otros dos eventos 
definidos por el Consejo de Estado como causas de responsabilidad estatal objetiva –el procesado no 
cometió la conducta y la aplicación del in dubio pro reo– exigen mayores esfuerzos investigativos y 
probatorios, pues a pesar de su objetividad, requiere del Fiscal o del juez mayores disquisiciones para 
definir si existen pruebas que permitan vincular al investigado con la conducta punible y presentarlo 
como el probable autor de la misma. (…) 109. Es necesario reiterar que la única interpretación posible 
–en perspectiva judicial– del artículo 68 de la Ley 270 de 1996 es que el mismo no establece un único 
título de atribución y que, en todo caso, le exige al juez contencioso administrativo definir si la decisión 
que privó de la libertad a un ciudadano se apartó de los criterios que gobiernan la imposición de 
medidas preventivas, sin que ello implique la exigencia ineludible y para todos los casos de 
valoraciones del dolo o la culpa del funcionario que expidió la providencia, pues, será en aplicación 
del principio iura novit curia, aceptado por la propia jurisprudencia del Consejo de Estado, que se 
establezca cuál será el régimen que ilumine el proceso y, por ende, el deber demostrativo que le asiste 
al demandante” . 
 
Ahora bien, en pronunciamiento más reciente para el caso, el Consejo de Estado11 modificó y unificó 
su jurisprudencia en asuntos donde se debate la responsabilidad del Estado por privación injusta de 
la libertad.  La alta corporación abordó la naturaleza de la medida de aseguramiento y el principio de 
presunción de inocencia.  
  
“Entonces, como las medidas preventivas y las privativas de la libertad son de carácter cautelar, mas 
no punitivo –pues, según el numeral 3 del artículo 37 del Código Penal, “la detención preventiva no se 
reputa como pena”– puede asegurarse que no riñen, de manera alguna, con la presunción de 
inocencia, tal como lo ha sostenido la Corte Constitucional, dado que esa presunción se mantiene 
intacta mientras a la persona investigada “no se le haya declarado judicialmente culpable” (art. 29 
C.P.), esto es, “mientras no se establezca legalmente su culpabilidad” (Convención Americana sobre 
Derechos Humanos) o, lo que es lo mismo, “mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”, 
a pesar de lo cual es válidamente posible limitarle su libertad en forma temporal, tal como lo prevén la 
Constitución (art. 2835) y la ley (v.gr. artículo 308 del actual Código de Procedimiento Penal): en 
efecto, en sentencia C-689 de 1996, al decidir sobre la constitucionalidad de algunos artículos de la 
Ley 228 de 1995, la Corte Constitucional sostuvo lo siguiente: 
 
 “La presunción de inocencia, en la cual descansa buena parte de las garantías mínimas que un Estado 
democrático puede ofrecer a sus gobernados, no riñe, sin embargo, con la previsión de normas 
constitucionales y legales que hagan posible la aplicación de medidas preventivas, destinadas a la 
protección de la sociedad frente al delito y a asegurar la comparecencia ante los jueces de aquellas 
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personas en relación con las cuales, según las normas legales preexistentes, existan motivos válidos 
y fundados para dar curso a un proceso penal, según elementos probatorios iniciales que hacen 
imperativa la actuación de las autoridades competentes. 
     
“La detención preventiva, que implica la privación de la libertad de una persona en forma temporal con 
los indicados fines, previo el cumplimiento de los requisitos contemplados en el artículo 28, inciso 1 
(sic), de la Constitución Política, no quebranta en sí misma la presunción de inocencia, dado su 
carácter precario que no permite confundirla con la pena, pues la adopción de tal medida no comporta 
definición alguna acerca de la responsabilidad penal del sindicado y menos todavía sobre su condena 
o absolución.  
 
La persona detenida sigue gozando de la presunción de inocencia, pero permanece a disposición de 
la administración de justicia en cuanto existen razones, previamente contempladas por la ley, para 
mantenerla privada de su libertad mientras se adelante el proceso, siendo claro que precisamente la 
circunstancia de hallarse éste en curso acredita que el juez competente todavía no ha llegado a 
concluir si existe responsabilidad pena” 
 
(…)  
 
Señor Juez, los elementos materiales probatorios a criterio del juez de control de garantías, permitieron 
su vinculación al proceso penal, por inferirse su participación en la mencionada actividad delictual el 
día de los hechos.  
 
En tal sentido al dictarse medida de aseguramiento de detención preventiva contra la señora SANDRA 
ROCIO SUAREZ HUERFANO, estaban dados los supuestos previstos en el artículo 308 de la Ley 
906 de 2004, en concordancia con los artículos 310 , 312 , 313 numeral 2 ibídem y la Ley 1142 de 
2007, vigentes el día de los hechos.  
 
 

3. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 

 
Este apoderado desde ya se opone a cualquier clase de reparación sobre los supuestos daños 
causados al demandante y su núcleo familiar, como quiera que la privación de la libertad de la señora 
SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO, NO tiene el carácter de INJUSTA.  
 
3.1 LA FISCALÍA OBRÓ EN CUMPLIMIENTO DE UN DEBER LEGAL, DE CONFORMIDAD CON 

EL CONTENIDO NORMATIVO Y FINALIDAD LA LEY 906 DE 2004 Y EN CONSECUENCIA NO 

PUEDE PREDICARSE FALLA EN EL SERVICIO ATRIBUIBLE A ESTA ENTIDAD. 

Señor Juez, como se puede evidenciar y se ser ciertos los hechos, tal y como fueron narrados por el 
apoderado del demandante, se logra evidenciar que todas las solicitudes hechas por mi representada, 
tuvieron que ser antecedida por un informe preliminar y abaladas por el Juez que impartió legalidad a 
la Captura, Imputación de los Cargos y posterior Imposición Medida de Aseguramiento. 
 
A su vez,  tal y como es señalado en los hechos, a pesar que la señora SANDRA ROCIO SUAREZ 
HUERFANO, hubiese sido reconocido por la comunidad y demás vecinos como la autora del homicidio 
de la víctima, dichos reconocimientos cobraron las fuerza suficiente, para su judicialización.  
  
 
Es necesario hacer claridad sobre los roles que cumple la policía judicial, los fiscales y los jueces, así:  
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1. Se comienza el proceso con el conocimiento de la probable ocurrencia de una 
conducta delictiva y a la policía judicial le corresponde realizar “actos de 
indagación o investigación” (artículo 205 de la Ley 906 de 2004).   
 
2. El resultado debe ponerse en conocimiento del fiscal que dirige la investigación, 
quien debe adelantar el plan metodológico, en el cual se deben establecer los 
objetivos de la investigación teniendo en cuenta la naturaleza de la “hipótesis 
delictiva”.   
 
3. Recolectadas las pruebas, se presenta formulación de imputación (artículo 286 
de la Ley 906).  En esta etapa es que se puede afirmar que inicia la investigación, 
en la cual, tanto la defensa como el fiscal recopilan pruebas.  
 
4. Luego se presenta la acusación, etapa en la cual la defensa puede conocer las 
pruebas con las que cuenta la Fiscalía (artículos 339 y ss. de la Ley 906).  
 
5. Se realizan los actos preparatorios del juicio oral con la audiencia de formulación 
de acusación y la audiencia preparatoria (artículos 356 y ss. de la Ley 906).   
 
6. Juicio Oral. Tal como se reconoce en esta sentencia, en la fase investigativa no 
puede hablarse propiamente de “pruebas”, porque adquieren esta connotación 
sólo en el debate público.  Por lo tanto, el juicio oral se constituye “en el centro de 
gravedad del proceso penal”. 

 
Esto demuestra que la Fiscalía General de la Nación cumplió los deberes y exigencias convencionales, 
constitucionales y legales que le competen a ésta Entidad en procura de investigar los hechos que 
fueron denunciados. 
 
Conviene recordar que el H. Consejo de Estado, Sección Tercera, al resolver un recurso de apelación 
dentro de un proceso de reparación directa, explicó que cuando la parte demandante haya sido 
absuelta por la justicia penal no quiere decir, per se, que se configure la responsabilidad patrimonial 
de la Administración. (Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 25000232600020080023801 
(47448), octubre 23/17) 

 
3.2. INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL. 

 
El nexo causal es la relación necesaria y eficiente entre el hecho generador del daño probado. La 
jurisprudencia ha establecido que para poderle atribuir un resultado a una Entidad y declararla 
responsable como consecuencia de su acción u omisión, es necesario definir si aquel aparece ligado 
a esta por una relación de causa-efecto.  
 
En Colombia legalmente no existe una norma que le de prevalencia a una teoría de causalidad. Entre 
las teorías reconocidas por el Honorable Consejo de Estado y la doctrina se encuentra: La teoría de 
causalidad adecuada y la imputación objetiva. Anteriormente fue aceptada la teoría de equivalencia 
de condiciones.  
  
No obstante, lo anterior, el Honorable Consejo de Estado le ha dado prevalencia a la teoría de 
causalidad adecuada, a saber:  
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“En efecto, frente a supuestos en los cuales se analiza si procede declarar la responsabilidad del 
Estado como consecuencia de la producción de daños en cuya ocurrencia ha sido determinante la 
omisión, por parte de una autoridad pública, en el cumplimiento de las funciones que el ordenamiento 
jurídico le ha atribuido, la Sala ha señalado que es necesario efectuar el contraste entre el contenido 
obligacional que, en abstracto, las normas pertinentes fijan para el órgano administrativo implicado, 
de un lado, y el grado de cumplimiento u observancia del mismo por parte de la autoridad demandada 
en el caso concreto, de otro. Ahora bien, una vez se ha establecido que la entidad responsable no ha 

atendido o lo ha hecho de forma deficiente o defectuosa al referido contenido obligacional, esto 

es, se ha apartado por omisión del cabal cumplimiento de las funciones que el ordenamiento 
jurídico le ha asignado, es menester precisar si dicha ausencia o falencia en su proceder tiene 
relevancia jurídica dentro del proceso causal de producción del daño atendiendo, de acuerdo 
con la postura que reiteradamente ha sostenido la Sala, a las exigencias derivadas de la 
aplicación de la teoría de la causalidad adecuada.  En el mismo sentido hasta ahora referido, 
es decir, en el de sostener que se hace necesaria la concurrencia de dos factores para que 

proceda la declaratoria de responsabilidad del Estado en estos casos la constatación de la 
ocurrencia de un incumplimiento omisivo al contenido obligacional impuesto normativamente 
a la Administración, de un lado, y la relación causal adecuada entre dicha omisión y la 
producción del daño, de otro. En suma, son dos los elementos cuya concurrencia se precisa para 
que proceda la declaratoria de responsabilidad administrativa por omisión, como en el presente caso: 
en primer término, la existencia de una obligación normativamente atribuida a una entidad pública o 
que ejerza función administrativa y a la cual ésta no haya atendido o no haya cumplido oportuna o 
satisfactoriamente; y, en segundo lugar, la virtualidad jurídica del eventual cumplimiento de dicha 
obligación, de haber interrumpido el proceso causal de producción del daño, daño que, no obstante 

no derivarse temporalmente hablando de manera inmediata de la omisión administrativa, 
regularmente no habría tenido lugar de no haberse evidenciado ésta (…)” 1 
 
Al respecto, es claro que en el procedimiento penal regulado en la Ley 906 de 2004, quedó en cabeza 
del Juez de Control de Garantías la facultad jurisdiccional para imponer la medida de aseguramiento 
y quedó reducido la facultad del Ente Instructor en presentar la solicitud; siendo la causa adecuada o 
próxima al daño alegado la actuación del Juez de Control de Garantías.  
  
 
En conclusión normatividad citada y la sentencia de unificación del Consejo de Estado, la vinculación 
de los actores al proceso penal y la consecuente imposición de la medida de aseguramiento impuesta 
en su contra no resultó ni irrazonable, ni ilegal, ni tampoco desproporcionada, tal como lo exige el 
artículo 68 de la Ley 270 de 1996 y estaban dados los supuestos previstos en el artículo 308 de la Ley 

                                                           
1 Sentencia de septiembre once de mil novecientos noventa y siete; Consejero ponente: Carlos 
Betancur Jaramillo; Radicación número: 11764; Actor: Olimpo Arias Cedeño y otros; Demandado: 
La Nación- Ministerio De Obras, Intra y Distrito Especial De Bogota. Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de septiembre once de mil novecientos 
noventa y siete; Consejero ponente: Carlos Betancur Jaramillo; Radicación número: 11764; Actor: 
Olimpo Arias Cedeño y otros; Demandado: La Nación- Ministerio De Obras, Intra y Distrito Especial 
De Bogota. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia 
de veintiuno (21) de febrero de dos mil dos (2002); Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández 
Enríquez; Radicación: 05001-23-31-000-1993-0621-01(12789); Actor: Argemiro de Jesús Giraldo 
Arias y otros; Demandado: Municipio de Medellín; Sentencia del veinte y cinco de julio;  Consejero 
Ponente María Elena Giraldo Gómez; Radicación número 13811; Actor: Jaime de Jesús Munera 
Munera; Demandado: La Nación Ministerio de Transporte y otros. Consejo de Estado. Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sección Tercera, Subsección “A”. Consejera Ponente: (E) Gladys 
Agudelo Ordóñez. Sentencia del 26 de enero de 2011. Radicación número: 540001-23-31-000-1994-
08665-01 (18965). 
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906 de 2004 y la Ley 1142 de 2007. Además, los requisitos para disponer la medida de aseguramiento, 
no son los mismos que deben concurrir para la prosperidad de la condena, de modo que no siempre 
la absolución penal implica ilegalidad de la detención preventiva. Por tanto señor Juez, se deben negar 
las pretensiones de la demanda. 
 
3.3 HECHO DE UN TERCERO. 
 
Señor Juez, es evidente que nos encontramos frente a un eximente de responsabilidad como lo es el 
hecho de un tercero, pues según la lógica de los hechos, es claro que la captura de la señora SANDRA 
ROCIO SUAREZ HUERFANO se origina por los señalamientos de los vecinos y comunidad en 
general, donde manifiestan que la demandante era la autora del homicidio de la joven WENWY 
TRUJILLO Q.E.P.D. Gracias a estos señalamientos es que se captura en el lugar de los hechos es 
decir, su captura fue en Flagrancia.   
 

4. RESPECTO A LOS SUPUESTOS PERJUICIOS. 

 
4.1 DAÑOS MORALES. 
 
De acuerdo con las pruebas que se encuentran en el expediente, no se evidencia falla del servicio que 
haya afectado gravemente los derechos fundamentales de la señora SUAREZ HUERFANO, y su 
núcleo que reclaman indemnización, que permita inferir el posible reconocimiento de indemnizaciones 
por perjuicios morales, más aún cuando está demostrado que en su momento existió evidencia física 
y documental que infería una culpabilidad del hoy demandante en los hechos delincuenciales que se 
le atribuían.   
 
No obstante, en el evento que el señor Juez Administrativo determine condenar a la Fiscalía General 
de la Nación, respetuosamente solicito que para cuantificar la indemnización por perjuicios morales 
derivados de la privación injusta de la libertad, se de aplicación a los parámetros jurisprudenciales 
sentados por el H. Consejo de Estado, teniendo en cuenta para el efecto, el período de privación del 
referido derecho fundamental y el nivel de afectación, esto es, de cercanía afectiva entre la víctima 
directa del daño y aquellos que acuden a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en calidad 
de presuntos perjudicados o víctimas indirectas.  
 
Adicionalmente, como no cuento con los insumos penales, no es posible establecer si el hoy 
demandante estuvo privado de la libertad intra - muralmente o en su domicilio, lo que mitigaría 
cualquier clase de daño moral, pues logró estar cerca de sus seres queridos. 
 

5. EXCEPCIONES. 

 
Para que sean declaradas al momento de proferir sentencia en el presente proceso y si a ese evento 
se llegare, propongo las siguientes excepciones:  
 

5.1.- FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA MATERIAL. 
 
De acuerdo a lo previsto por el actual sistema penal acusatorio cuyo procedimiento regula la Ley 906 

de 2004, respecto a la detención, la Fiscalía General de la Nación es quien asume el papel acusador 

frente a conductas punibles, más no es quien determina las medidas restrictivas de la libertad de los 

imputados, siendo este el  fundamento principal que conlleva a que el presente caso la Fiscalía quede 

EXIMIDA de responsabilidad frente a una detención calificada por los solicitantes como falla del servicio, 

pues la legalidad fue avalada por el respectivo juez competente. 
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El sistema penal acusatorio vigente en casos como el que nos ocupa, impide que sea la Fiscalía quien 

decida sobre la detención, al punto que, como se vislumbra de la norma jurídica y lo enseñado por la 

jurisprudencia, la solicitud del fiscal de imponer medida de aseguramiento privativa de la libertad debe 

ser avalada y controlada por el Juez de Garantías, y posteriormente también advierte la eventual 

responsabilidad de éste y del juez de conocimiento en una posible irregularidad. Así lo advierte la H. 

Corte Constitucional, quien con ocasión de una demanda de inconstitucionalidad en la que se 

examinaron las características esenciales de la figura del juez de control de garantías, señaló: 

“(…) En este contexto, la institución del juez de control de garantías en la estructura del proceso penal 

es muy importante, como quiera que a su cargo está examinar si las facultades judiciales ejercidas 

por la Fiscalía se adecúan o no a sus fundamentos constitucionales y, en particular, si su despliegue 

ha respetado o no los derechos fundamentales de los ciudadanos.  En ejercicio de esta competencia, 

los efectos de la decisión que adopte el juez están determinados como a continuación se explica. Si 

encuentra que la Fiscalía ha vulnerado los derechos fundamentales y las garantías constitucionales, 

el juez a cargo del control no legitima la actuación de aquella y, lo que es más importante, los 

elementos de prueba recaudados se reputan inexistentes y no podrán ser luego admitidos como 

prueba, ni mucho menos valorados como tal. En consecuencia, no se podrá, a partir de esa actuación, 

llevar a cabo la promoción de una investigación penal, como tampoco podrá ser llevada ante el juez 

de conocimiento para efectos de la promoción de un juzgamiento; efectos éstos armónicos con la 

previsión del artículo 29 superior, conforme al cual es nula de pleno derecho toda prueba obtenida 

con violación del debido proceso. Por el contrario, si el juez de control de garantías advierte que la 

Fiscalía, en ejercicio de esas facultades, no ha desconocido los límites superiores de su actuación, 

convalida esa gestión y el ente investigador podrá entonces continuar con su labor investigativa, 

formular una imputación, plantear una acusación y pretender la condena del procesado.  Es cierto 

que en este supuesto la facultad del juez de control de garantías no implica un pronunciamiento sobre 

las implicaciones que los elementos de prueba recaudados tengan sobre la responsabilidad del 

investigado ya que ésta será una tarea que se adelanta en el debate público y oral de la etapa de 

juzgamiento. (…). 

Ante el juez de conocimiento, por su parte, se presenta el escrito de acusación con el fin de dar inicio 

al juicio público, oral, con inmediación de la prueba, contradictorio, concentrado y con todas las 

garantías; se solicita la preclusión de la investigación cuando según lo dispuesto en la ley no hubiere 

mérito para acusar; y se demanda la adopción de las medidas judiciales necesarias para la asistencia 

a las víctimas”. Sentencia C-1092 de 2003, M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis. 

Conforme a las anteriores enseñanzas y a otras similares que están recogidas en las sentencias C-873 

de 2003, C-591 de 2005 y C-730 de 2005, que refieren a los elementos esenciales y las principales 

características del nuevo sistema de investigación, acusación y juzgamiento en materia penal, 

introducido mediante el acto legislativo 03 de 2002, que reformó los artículos 116, 250 y 251 de la 

Constitución, se concluye que ya la Fiscalía no puede resultar responsable por los daños antijurídicos 

que se le imputen por “detención injusta”, sencillamente porque esta Entidad no es la encargada de 

asegurar la comparecencia al proceso de los presuntos infractores de la ley penal. En el último fallo 

aludido (sentencia C-730 de 2005), la Corte Constitucional dijo que la Fiscalía General de la Nación, 

“ahora únicamente puede solicitar la adopción de dichas medidas al juez que ejerza las funciones de 

control de garantías, con la misma finalidad de asegurar la comparecencia de los imputados, así como 

para garantizar la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en particular de las 
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víctimas. Se trata, así, de una atribución que ha sido trasladada por el constituyente a un funcionario 

judicial independiente”. 

 
Señala el artículo 308 de la Ley 906 de 2004 lo siguiente:  
 
“Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su 
delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales 
probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos 
legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la 
conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes 
requisitos (…)” (Negrilla y cursiva fuera del texto).  

 
Del artículo transcrito se observa que se encuentra dentro de la discrecionalidad del JUEZ DE 
CONTROL DE GARANTÍAS decretar la medida de aseguramiento.  
 
En la Ratio decidendi de las sentencias del 30 de junio del 2016, del 26 de mayo de 2016, del 24 de 
junio de 2015 entre otras, el Honorable Consejo de Estado señaló que la Fiscalía General de la Nación 
no tiene la capacidad jurisdiccional para imponer la medida de aseguramiento y que por lo tanto no 
está llamada a responder en los casos de privación injusta bajo la Ley 906 de 2004. El H. Consejo de 
Estado, expresó:  
 
“(…) Según se dejó indicado en los antecedentes de esta providencia, el libelo introductorio se dirigió 
contra la Fiscalía General de la Nación y la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Sobre el 
particular, la Sala estima necesario reiterar el criterio expuesto en sentencia proferida el 24 de junio 
de 2015, según el cual si bien cada una de las entidades demandadas ostentan la representación de 
la Nación en casos en los cuales se discute la responsabilidad del Estado por hechos imputables a la 
Administración de Justicia (inciso segundo del artículo 49 de la Ley 446 de 1998 y numeral 8 del 
artículo 99 de la Ley 270 de 1996), lo cierto es que las decisiones que se discuten en el presente litigio 
y que habrían ocasionado el daño por cuya indemnización se reclama, fueron proferidas por la Rama 
Judicial (representada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial), razón por la cual una vez 
efectuado el recuento probatorio, se concretará si el aludido daño antijurídico reclamado se encuentra 
acreditado y, de estarlo, se establecerá si el mismo le resulta imputable a la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, la cual fue debidamente notificada y representada.  

 
En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 —Código de Procedimiento Penal— el Legislador 
articuló el proceso penal de tal manera que buscó fortalecer la función investigativa de la Fiscalía 
General de la Nación, como de instituir una clara distinción entre los funcionarios encargados de 
investigar, acusar y juzgar dentro de la acción penal, por lo que, suprimió del ente investigador —
Fiscalía— la facultad jurisdiccional, la cual venía ejerciendo por disposición de los antiguos Códigos 
de Procedimiento Penal —Decreto Ley 2700 de 1991 y Ley 600 de 2000— 
 
Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la facultad jurisdiccional 
quedó exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, razón por la cual, las decisiones que impliquen 
una privación de la libertad, son proferidas por los Jueces que tienen a su cargo el conocimiento del 
proceso penal, como en efecto ocurrió en este caso mediante el auto proferido por el Juzgado Primero 
Penal Municipal de Armenia con funciones de control de garantías que declaró la legalidad de la 
captura, según se desprende del oficio No. CCSJ-0095 expedido por la Coordinación del Centro de 
Servicios Judiciales. 
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Así pues, en el asunto sub examine la decisión que llevó a la privación de la libertad del señor Pedro 
Pablo Palacio Molina, si bien es cierto fue solicitada por la Fiscalía General de la Nación, lo cierto es 
que dicho ente no tenía la potestad de decidir sobre la privación de la libertad del ahora demandante, 
cosa que sí le correspondía a la Rama Judicial, por encontrarse dentro de sus funcione 
jurisdiccionales, razón por la cual, forzoso resulta concluir que en el presente asunto y, a la luz de las 
nuevas disposiciones penales, no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Fiscalía General 
de la Nación. (…)” (Sentencia del Consejo de Estado, Consejo Ponente Hernán Andrade Rincón, 
radicado 63001-23-31-000-2009-00025-01(41573), del 26 de mayo.) (Negrilla y cursiva fuera de texto)  
 
Posiciones ratificadas en Sentencia de junio de 2016, donde señaló:  
 
“Así las cosas, a la luz de las disposiciones consagradas en la normativa procesal Penal 
vigente, Ia facultad jurisdiccional se encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza de 
la Rama Judicial, razón por la cual, los únicos que pueden tornar la decisión de privar a una 
persona de su libertad son los Jueces, ya sean de conocimiento o en función de control de 
garantías, tal y como en efecto sucedió.” (Sentencia del 30 de junio de 2006, radicado 63001 -23-
31-000-2009-00022-01 (41604), C.P. doctora Marta Nubia Velásquez Rico)” 

 
En este orden de ideas y teniendo en cuenta los precedentes jurisprudenciales antes citados, ruego 
al señor Juez, declarar probada la presente excepción, absolver de todas las pretensiones a la 
Fiscalía General de la Nación y condenar en costas a los demandantes 
 
Señor Juez, FRENTE A LA TASACIÓN DE LOS PERJUICIOS me opongo a lo solicitado, pues la 
tasación de los daños materiales, no se probó el lucro cesante ni el daño emergente. 
 
Referente a los DAÑOS INMATERIALES, no existe prueba fehaciente dentro del plenario que infiera 
un supuesto daño a la salud, como quiera que no existe historia clínica que sustente tal condición 
mientras estuvo privado de la libertad. 
 
Los daños morales también deben ser probados por parte de sus familiares y los niveles de cercanía 
afectiva, estos con los medios probatorios estipulados para cada caso en particular, tal y como fueron 
señalados en la Sentencian de Unificación del 14 de agosto de 2014, Sección Tercera del Consejo de 
Estado C.P Jaime Orlando Santofimio.  
 

6. NOTIFICACIONES. 

 
Las recibiré en la Diagonal 22 B Nº 52 - 01, tercer  piso del Edificio C, Ciudad Salitre, Bogotá, Dirección 
Jurídica de la Fiscalía General de la Nación o en la Secretaría del despacho. Correos para 
notificaciones judiciales: 
 jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co.  fernando.guerrero@fiscalia.gov.co 
 
Atentamente. 

 
FERNANDO GUERRERO CAMARGO. 
C.C. Nº 74.081.042  
T.P.  175.510 del C.S. de la J. 
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Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.

De: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
Enviado el: miércoles, 1 de septiembre de 2021 1:25 p. m.
Para: Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.
Asunto: RV: MEMORIAL DE CONTESTACIÓN DE DEMANDA - 11001 3343 060 2021 00118-00
Datos adjuntos: LEY 906 P.I CONT DDA JL 44739 SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO Y OTROS.pdf; 

PODER SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO.pdf; NOMBRAMIENTO-SONIA 
TORRES.pdf; COORDINACION-DEFENSA JURIDICA OFICIO  SONIA PARA PODERES A 
PARTIR DE AMYO 2018.pdf

 
 
Cordial saludo,  
  
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para 
el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá 
confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  
 
Atentamente,  
  

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 
RJLP 

De: Gelber Fernando Guerrero Camargo <fernando.guerrero@fiscalia.gov.co> 
Enviado: martes, 31 de agosto de 2021 4:22 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: MEMORIAL DE CONTESTACIÓN DE DEMANDA - 11001 3343 060 2021 00118-00  
  
 
Señor:   
JUEZ SESENTA (60) ADMINISTRATIVO ORAL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. – SECCIÓN TERCERA.  
Sede Judicial del CAN – Carrera 57 Nº 43 – 91 Piso 5º   
E.         S.         D.   

  
ACCIÓN:                    REPARACIÓN DIRECTA  
RADICADO:                11001 3343 060 2021 00118-00  
ASUNTO:                   CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
DEMANDANTE:         SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO Y OTROS.   
DEMANDADO:          NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO.   
 
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo 
cualquier anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser 
utilizada por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error 
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma 
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cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE LA 
FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene información 
confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona o compañía a la cual 
está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este mensaje, favor borrarlo 
inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma cualquier acción basado en ella, se 
encuentra estrictamente prohibido.  











 
 

Consejo Superior de la Judicatura 

 Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
 
DEAJALO21-4808 
  
Bogotá D.C., lunes, 19 de julio de 2021 
 
Señores 
JUZGADO 60 ADMINISTRATIVO BOGOTA 
Bogotá - Cundinamarca 
 
 
Asunto: Poder al doctor (a): JESUS GERARDO DAZA TIMANA 

Proceso No.   110013343060202100118-00 
Acción:   REPARACION DIRECTA  
Demandante:  SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO y MARIA 

HILDA HUERFANO HERNANDEZ 
Demandado: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Bogotá 
D. C., identificada con cédula de ciudadanía No. 33.368.171 de Tunja, Directora Administrativa 
de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, en ejercicio de la función de representación judicial y extrajudicial que 
me fue delegada por el Director Ejecutivo de Administración Judicial mediante Resolución No. 
5393 de 16 de agosto de 2017, confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor(a) JESUS 
GERARDO DAZA TIMANA abogado(a) de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, con cédula de ciudadanía No. 10.539.319 y Tarjeta Profesional No. 
43.870, para que asuma la representación y defensa de la Nación – Rama Judicial, en el proceso 
de la referencia.    
 
El (la) apoderado(a) queda facultado(a) para conciliar, desistir, sustituir, en todas las etapas 
administrativas y judiciales, así como realizar todo cuanto sea necesario para cumplir 
debidamente este mandato, exceptuando únicamente la facultad de recibir. 
 
Sírvase reconocerle personería. 
 
 
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE 
C. C. No. 33.368.171 de Tunja 
Directora Administrativa División de Procesos 
 

Acepto: 
                                           
       

JESUS GERARDO DAZA TIMANA 
C.C. 10.539.319 de Popayán 

      T.P. No. 43.870 del C.S. de la J.  
jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

  
Iniciales de quien elabora: DCRM 
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Firmado Por: 

 

BELSY YOHANA PUENTES DUARTE  

DIRECTOR ADMINISTRATIVO DEAJ 

DIRECTOR ADMINISTRATIVO DEAJ -  DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE 

DE BOGOTA D.C.,        

 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 
a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

6625c95af263142ee0cbc0b2cf4d9a9a7ffd035a687ba165596b28524725138a 
Documento generado en 23/07/2021 08:30:56 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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No. GP 059 – 1 No. SC 5780 - 1 

DEAJALO21-6179 
Bogotá D. C., martes, 1 de septiembre de 2021. 
 
 
Doctor 
ALEJANDRO BONILLA ALDANA 
Juez Sesenta (60) Administrativa de Bogotá – Oralidad. 
Sección Tercera. 
E.S.D. 

 
 
Referencia:  11001-33-43-060-2021-00118-00. 
Medio Control:         Reparación Directa  
Demandante: Sandra Rocío Suárez Huérfano y Otros. 
Demandado: Nación - Rama Judicial y Otros.  
 
 
JESÚS GERARDO DAZA TIMANÁ, identificado con la cédula de ciudadanía 
No.10’539.319 de Popayán, titular de la tarjeta Profesional No.43.870 del Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando como apoderado de la Nación - Rama Judicial – 
Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial en el 
proceso de la referencia, según poder que adjunto, estando dentro del término legal, 
procedo a contestar la demanda, en los siguientes términos: 

 
1.- A LAS PRETENSIONES 

 
Con todo respeto me opongo a la prosperidad de las pretensiones dela presente 
demanda, por cuanto en el presente caso no se configuran los requisitos para que se 
estructure la falla en la prestación del servicio que se demanda.   
 

2.- ANTECEDENTES 
 
De la lectura de la demanda se observa que la mayoría de los hechos de la demanda son 
parcialmente ciertos, excepto los relacionados con la presunta privación injusta y los 
perjuicios reclamados, por cuanto constituyen los antecedentes del proceso penal 
adelantado contra SANDRA ROCÍO SUÁREZ HUÉRFANO por el punible de: homicidio 
agravado diferente, radicado con el No. , cuyos hechos más relevantes resumo en los 
siguientes términos: 
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 Del escrito de acusación presentado por la Fiscal 34 de la Unidad de Vida de Bogotá, 
el 29 de agosto de 2016, se extracta: 
 
“Los medios de prueba allegados hasta el momento al plenario, reportan que para el 
pasado 29 de junio de 2016, la patrulla de Policía de Vigilancia , de la localidad de Bosa 
en Bogotá, recibe llamado de la central de radio que indica que en la calle 70 Bis Sur con 
carrera 87 B Bis, se presentaba una riña y al llegar al sitio de los hechos encuentran 
tendida en vía pública sin vida a la señora WENDY ELIZETH TRUJILLO, estableciendo 
que la mencionada víctima presentaba heridas en su pecho, causadas por arma corto 
punzante y los Policiales al indagar por lo sucedido con los vecinos del sector, quienes 
señalan a la acusada SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO, como autora del hecho 
delictual, razón por la cual ante el señalamiento de éstos, proceden a capturarla en 
situación de FLAGRANCIA.  
 
Seguidamente, en desarrollo de los actos de verificación de lo sucedido, se trajo al 
proceso como elementos materiales probatorios, las entrevistas de los testigos de los 
hechos, quienes coincidieron en afirmar que la acusada venia amenazando con 
anterioridad a la víctima, en particular el familiar de la occisa.  
 
Uno de los testigos: JORGE IVAN TRUJILLO GONZALEZ, informó que para el día de los 
hechos, mientras se encontraba en un billar del sector, pudo ver cuando su prima 
WENDY, paso hacia la casa de ella, y mientras éste conversaba con unos amigos, sale 
del billar en el que se encontraba, con el propósito de encender un cigarrillo y mira hacia 
la esquina y ve que la acusada SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO, empieza a correr 
hacia la casa donde ella vive, observando que con la acusada estaba su prima víctima y 
que la ciudadanía gritaba “la mató”, que al escuchar esto, corre hacia al sitio de los 
hechos y ve a su prima WENDY herida en el suelo por arma blanca, procediendo a 
informar a la autoridad policial que asiste al lugar, En el lugar donde se encontraba la 
agresora, fue acompañada por la ciudadanía del sector que la señalaban como autora 
del hecho, informando a la autoridad que la víctima en otras ocasiones había tenido 
problemas con la acusada y que por esos problemas la había matado, pues cada vez que 
peleaba con la victima gritaba que la iba a matar, precisando que esta ocasión lo logró 
púes su prima se encontraba sola en el momento del ataque.”  
 
El 30 de junio de 2016, ante el Juzgado 9 Penal Municipal con Función de Control de 
Garantías, la Fiscalía 274 seccional, le imputó cargos a la señora Sandra Rocío Suarez 
Huérfano como presunta autora del delito de: homicidio agravado los cuales no fueron 
aceptados. En la misma audiencia y previa verificación del cumplimiento de los requisitos 
legales para ello, le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva 
DOMICILIARIA.  
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El 28 de octubre de 2016, se adelantó ante el Juzgado 41 Penal del Circuito de 
Conocimiento, audiencia de formulación de acusación, en donde la Fiscalía de apoyo, 
acusó formalmente a la señora Sandra Rocío Suarez Huérfano como presunta autora del 
delito de homicidio agravado. 
 
El día 6 de diciembre de 2016 se efectúa la audiencia preparatoria y se efectúan las 
estipulaciones probatorias entre la fiscalía encargada y el defensor del momento. 
 
La audiencia de juicio oral se desarrolló en varias sesiones, la primera, el 10 de febrero 
de 2017, el 18 de abril no se presentó la fiscalía, el 28 de septiembre se aplaza 
nuevamente a petición de la fiscalía. 
  
El 30 de octubre de 2017, el Juez 69 Penal Municipal con función de control de garantías 
le concedió a Sandra Rocío Suarez Huérfano la libertad por vencimiento de términos.  
 
El 13 de diciembre de 2017, la fiscalía solicita aplazamiento al no contar con sus testigos.  
 
El 5 de febrero de 2018, continúa la audiencia de juicio, así como el 2 de mayo de 2018 
y 2 de agostos de 2018.  
 
El 22 de octubre de 2018, el Juzgado 41 penal del Circuito dicta sentencia absolutoria 
por duda, más no por que se haya configurado la atipicidad de la conducta, a favor de 
Sandra Rocío Suarez Huérfano del punible de Homicidio Agravado, sentencia  que no 
fue apelada por las partes.  
 
Aduce el apoderado de la parte actora, que su prohijada sufrió perjuicios materiales, pero 
el dolor y la congoja se acrecentaron día a día en esos cuatrocientos ochenta y siete 
(487) días de detención injusta, arreciando un perjuicio moral para la parte demandante, 
que ninguna indemnización alcanza a mitigar.  
 
Ajuicio del apoderado de la parte actora, el presente asunto, genera para el Estado la 
obligación de indemnizar a los demandantes, por cuanto nos encontramos en un evento, 
en el cual la parte demandante es víctima de hechos que exceden los normales 
parámetros legales para resolver respecto de la libertad de una persona, e igualmente 
estuvo presente en forma manifiesta la violación de sus derechos fundamentales como 
lo son el debido proceso y derecho de defensa.  
 
Afirma su apoderado que la Administración de Justicia ocasionó directamente perjuicios 
a la parte demandante a quien no sólo se imputo y acusó por una conducta penal que en 
su caso no tenía cabida conforme su comportamiento y no solo ello, sino que se le privó 
de la libertad imponiéndosele una medida de aseguramiento domiciliaria, privativa de la 
libertad por un lapso de cuatrocientos ochenta y siete (487) días, hasta que por fin se 
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logró demostrar su inocencia en lo que respecta a la conducta enrostrada por la cual fue 
detenida, ante el capricho de fiscales y jueces que observaron una actitud pasiva, 
desacomodada e injusta y se negaron desde un principio a valorar las pruebas que 
demostraban lo contrario a lo indicado en el informe de policía, causando un mayor 
perjuicio a nivel material y moral para todo el núcleo familiar que resultó afecto con dicha 
posición judicial.  
 
Todo implica, una falla y error en el servicio, y un desacierto en los procedimientos 
judiciales, pues no se analizó conforme al acervo probatorio que Sandra Rocío Suárez 
Huérfano no estaba en el lugar de los hechos y jamás participo activa ni pasivamente en 
dicho delito a ella enrostrado.  
 
La parte actora radicó solicitud de conciliación prejudicial para agotar el requisito de 
procedibilidad ante la Procuraduría General de la Nación cuya audiencia se realizó el 5 
de abril de 2021, la cual se declaró fallida. 

 

Por estos hechos la aquí demandante permaneció privado de la libertad en detención 
domiciliaria, entre el 30 de junio de 2016 al 30 de octubre de 2017, es decir, por 1 año, 
4 meses, recuperando su libertad por vencimiento de términos en la última fecha 
referenciada, por lo que la demandante considera que se le han causado perjuicios 
materiales, morales y daño a la vida de relación de ella y a su grupo familiar por 
$319’875.720.oo. 
 

3.- RAZONES DE DEFENSA DE LA RAMA JUDICIAL 
 

En el presente caso se desataca que los archivos relacionados con el proceso penal 
remitido por la parte actora, tiene restricción para acceder a ellos, lo que imposibilitó su 
consulta. Razón por la cual, es como si no se hubiesen enviado, incumpliendo las 
disposiciones legales que ordenar remitir la demanda y los anexos. Se envió correo al 
abogado Hermes José Cárdenas Alvarado, solicitando la sentencia absolutoria, sin 
respuesta.     
 
Respecto al agotamiento del recurso de procedibilidad, en los documentos anexos, se 
lee que solo ante la Direccion Ejecutiva radicó la solicitud sin pruebas, lo que impidió 
realizar un estudio de fondo, por lo que no existe un adecuado agotamiento de dicho 
requisito. 
 
Normatividad aplicable 
 
Fuerza Vinculante de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional para las 
Autoridades Administrativas en el ejercicio de sus competencias sentencia C - 634 
de 2011: 
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“JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN EJERCICIO DE CONTROL 
DE CONSTITUCIONALIDAD-Acatamiento estricto 
  
El estándar aplicable cuando se trata del acatamiento de las decisiones proferidas por la 
Corte Constitucional, resulta más estricto.  En efecto, el artículo 243 C.P. confiere a las 
sentencias que adopta este Tribunal en ejercicio del control de 
constitucionalidad  efectos erga omnes, hacen tránsito a cosa juzgada 
constitucional e implican la prohibición para todas las autoridades de reproducir el 
contenido material del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras 
subsistan las normas superiores que sirvieron de parámetro para el control. En otras 
palabras, los argumentos que conforman la razón de la decisión de los fallos de 
control de constitucionalidad son fuente formal de derecho, con carácter 
vinculante ordenado por la misma Constitución. 
  

JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN EJERCICIO DE 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD-Carácter vinculante para las autoridades 
judiciales y administrativas 
  

En lo relativo a los fallos en los que la Corte ejerce el control concreto de 
constitucionalidad, también se reconoce su carácter vinculante para las autoridades 
judiciales y administrativas.  Esto en el entendido que dichas decisiones, aunque son 
adoptadas frente a un asunto particular, no tienen efectos simplemente inter partes, 
puesto que en dichos fallos la Corte determina el contenido y alcance de los derechos 
constitucionales.  Así, como se ha explicado en esta sentencia, si se parte de la base que 
(i) las reglas de derecho solo logran su armonización concreta luego de su interpretación; 
y (ii) la hermenéutica adelantada por las autoridades judiciales investidas de las facultad 
de unificar jurisprudencia, tiene carácter vinculante; entonces las razones de la decisión 
de los fallos proferidos en ejercicio del control concreto son un parámetro obligatorio para 
la aplicación, por parte de las autoridades, de las normas constitucionales en los casos 
sometidos a su escrutinio. Lo anterior trae como consecuencia necesaria que el grado de 
vinculatoriedad que tiene el precedente constitucional para las autoridades 
administrativas, tenga un grado de incidencia superior al que se predica de otras reglas 
jurisprudenciales.  Ello debido, no la determinación de niveles diferenciados entre los 
altos tribunales de origen, sino en razón de la jerarquía del sistema de fuentes y la 
vigencia del principio de supremacía constitucional.  En otras palabras, en tanto la Carta 
Política prevé una regla de prelación en la aplicación del derecho, que ordena privilegiar 
a las normas constitucionales frente a otras reglas jurídicas (Art. 4 C.P.) y,  a su vez, se 
confía a la Corte la guarda de esa supremacía, lo que la convierte en el intérprete 
autorizado de las mismas (Art. 241 C.P.); entonces las reglas fijadas en las decisiones 
que ejercen el control constitucional abstracto y concreto, son prevalentes en el ejercicio 
de las competencias adscritas a las autoridades administrativas y judiciales. Por 
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supuesto, en este último caso reconociéndose las posibilidades legítimas de separación 
del precedente que, se insiste, están reservadas a los jueces, sin que puedan predicarse 
de los funcionarios de la administración. 

  
FUERZA VINCULANTE DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL PARA LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN EL 
EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS-Omisión legislativa relativa 
  

Corresponde a las autoridades administrativas, en la toma de decisiones de su 
competencia, realizar un proceso de armonización concreta análogo al que se efectúa en 
sede judicial, el cual identifique y aplique los diversos materiales jurídicos relevantes al 
caso, fundado en una práctica jurídica compatible con la jerarquía del sistema de fuentes, 
el cual privilegia la vigencia de las normas constitucionales.  Se observa, según lo 
expuesto, que no concurre una razón suficiente para que el legislador haya omitido el 
carácter vinculante de la jurisprudencia constitucional en el caso analizado, 
comprobándose con ello la tercera condición de las omisiones legislativas relativas.  Por 
lo tanto, se está ante una distinción injustificada, la cual se funda en el desconocimiento 
del papel que cumple dicha jurisprudencia en el sistema de fuentes que prescribe la Carta 
Política” 
 

La Sentencia SU - 072 de 2018. 

Al respecto es necesario tener en cuenta que bajo los parámetros fijados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia SU-072 del 5 de julio de 2018, la cual se encuentra 

directamente relacionada  con la Sentencia C-037 de 1996, no es posible hablar de una 

responsabilidad objetiva contra Entidades como la aquí demandada, por el solo hecho 

que el sindicado resulte absuelto  o se le precluya la investigación. Es claro en estos 

institutos jurídicos, per se, no hacen injusticia la captura o la medida de aseguramiento 

de una persona, puesto que en la actualidad se requiere un esfuerzo probatorio y 

argumentativo mucho mayor, dado que la parte actora le concierne demostrar que la 

orden impuesta no se avino a los parámetros normativos establecidos con tal fin. 

Por lo anterior, la labor del operador judicial en materia de responsabilidad patrimonial de 

la Administración, a raíz de la sentencia de unificación antes relacionada. No se puede 

limitar a verificar si la persona privada de la libertad fue absuelta en el proceso penal o 

su investigación culminó con preclusión, pues está visto que esa circunstancia no hace 

injusta la privación de la libertad soportada en la captura del indiciado o en la imposición 

de la medida de aseguramiento al sindicado.  

La sentencia C- 037 de 1996 
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La Corte Constitucional en la Sentencia C - 037 de 1996, en la que se determinó, como 
COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL lo que realmente constituye el DAÑO 
ANTIJURIDICO, al declarar la exequibilidad condicionada del artículo 68 de la Ley 70 de 
1996, bajo el entendido de que el término “INJUSTAMENTE” para efectos de solicitar la 
declaratoria de responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, se refiere 
a una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria de procedimientos legales, 
de tal forma que se entienda que la privación de la libertad no resultó apropiada, ni acorde 
con el ordenamiento jurídico, claramente arbitraria (ratio decidendi). 

En este orden de ideas, corresponde a la parte actora como carga procesal, acreditar que 
las decisiones que adopto el Juez de Garantías, fueron arbitrarias, caprichosas y/o 
adoptadas por fuera de los procedimientos legales, evento que no ha ocurrido en el 
presente caso, pues ello no se encuentra acreditado.    

 
Inexistencia de privación injusta  
 
Con base en la normatividad antes referenciada, es preciso tener en cuenta que la  Corte 
Constitucional, en la sentencia SU-072 de 20181, que ningún cuerpo normativo -a saber, 
ni el artículo 90 de la Constitución Política, ni el artículo 68 de la Ley 270 de 1996, ni la 
sentencia C-037 de 1996- establece un régimen de responsabilidad específico aplicable 
en los eventos de privación de la libertad, entonces, el juez es quien, en cada caso, debe 
realizar un análisis para determinar si la privación de la libertad fue apropiada, razonable 
y/o proporcionada, en otros términos, si devino o no en injusta.  
 

Así las cosas, el hecho de que una persona resulte privada de la libertad dentro de un 
proceso penal que termina con sentencia absolutoria o con resolución de preclusión, no 
resulta suficiente para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, toda vez que 
se debe determinar si la medida restrictiva resultó injusta y, en tal caso, 
generadora de un daño antijurídico imputable a la administración. 2 
 
La parte actora pretende que se declare que la NACIÓN - RAMA JUDICIAL y FISCALIA, 
son responsables administrativamente por los daños y perjuicios que reclama, alegando 
como título jurídico de imputación de responsabilidad patrimonial la “supuesta” privación 
injusta de la libertad de la que fue objeto.  
 

 
1 Corte Constitucional, sentencia SU 072 del 5 de julio de 2018, M.P. José Fernando Reyes 

Cuartas.  
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN A, Consejero Ponente Dr. JOSÉ ROBERTO SÁCHICA MÉNDEZ, Bogotá D.C., trece (13) 

de agosto de dos mil veinte (2020), radicación: 50001-23-31-000-2009-00250-01 (54.122), Actor 

Angelica María Herrán Trujillo. Demandada: Fiscalía.  
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Conforme a las pretensiones descritas, resulta pertinente destacar que la cláusula 
general en materia de responsabilidad patrimonial del Estado se encuentra consagrada 
en el artículo 90 de la Constitución Política, del cual se puede concluir que para que se 
estructure la responsabilidad por parte del estado, debe existir un daño antijurídico y que 
este pueda ser atribuible a una Autoridad por acción u omisión3.    
 
En desarrollo del precepto constitucional citado, la Ley Estatuaria 270 de 1996 desarrolla 
la responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad consagrando la 
posibilidad de que quien sufra este daño, puede demandar al Estado la indemnización de 
perjuicios4.   
 

Aunado a lo anterior, y tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, es preciso 

establecer que el régimen para atribuir responsabilidad a las autoridades con ocasión del 

daño sufrido por privación injusta de la libertad puede ser el modelo de responsabilidad 

subjetiva. Así lo señaló la Corte Constitucional en ejercicio de sus funciones de control 

previo y automático sobre el proyecto de la Ley Estatutaria citada anteriormente. Al 

respecto este Alto Tribunal manifestó: 

 

“… una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria de los procedimientos 

legales, de forma tal que se torne evidente que la privación de la libertad no ha sido ni 

apropiada, ni razonada ni conforme a derecho, sino abiertamente arbitraria. Si ello no 

fuese así, entonces se estaría permitiendo que en todos los casos en que una persona 

fuese privada de su libertad y considerase en forma subjetiva, aún de mala fe, que su 

detención es injusta, procedería en forma automática la reparación de los perjuicios, con 

grave lesión para el patrimonio del Estado, que es el común de todos los asociados. Por 

el contrario, la aplicabilidad de la norma que se examina y la consecuente 

declaración de la responsabilidad estatal a propósito de la administración de 

justicia, debe contemplarse dentro de los parámetros fijados y teniendo siempre 

en consideración el análisis razonable y proporcionado de las circunstancias en 

que se ha producido la detención.”5  

 
3 Artículo 90 Constitución Política: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”  
4 Ley 270 de 1996. Art. 68: “Quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado 
reparación de perjuicios.” 
5 Corte Constitucional. Sentencia C – 037 de 1996 M. P. Dr.: Vladimiro Naranjo Mesa. En previos 
pronunciamientos de esta misma Corporación, se ha establecido que el artículo 90 constitucional permitía 
la aplicación del régimen subjetivo de responsabilidad, basado en la culpa: “A pesar de que se ha 
considerado por algunos doctrinantes que la nueva concepción de la responsabilidad del Estado tiene como 
fundamento un criterio objetivo, no puede afirmarse tajantemente que el Constituyente se haya decidido 
exclusivamente por la consagración de una responsabilidad objetiva, pues el art. 90 dentro de ciertas 
condiciones y circunstancias también admite la responsabilidad subjetiva fundada en el concepto de culpa. 
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En este mismo orden de ideas, la Corte Constitucional en el año en la Sentencia SU-072 

- 2018 concluyó que tratándose de la responsabilidad del Estado por privación injusta de 

libertad, el régimen que se puede aplicar es el de responsabilidad subjetiva. Esto por 

cuanto al hacer una interpretación de la cláusula general de responsabilidad patrimonial 

del Estado no se puede descartar la aplicación de dicho régimen: “De la misma forma, se 

anota que la Corte y el Consejo de Estado comparten dos premisas: la primera, que la 

responsabilidad del Estado se deduce a partir de la constatación de tres elementos: (i) el 

daño, (ii) la antijuridicidad de este y (iii) su producción a partir de una actuación u omisión 

estatal (nexo de causalidad). La segunda, que el artículo 90 de la Constitución no define 

un único título de imputación, lo cual sugiere que tanto el régimen subjetivo de la falla del 

servicio, coexiste con títulos de imputación de carácter objetivo como el daño especial y 

el riesgo excepcional.”6 

 

También esta Corporación en la misma providencia destacó que se descarta que el 

régimen aplicable para casos de privación injusta de la libertad sea el objetivo, y que por 

el contrario, es el Juez, atendiendo a las particularidades del caso objeto de estudio, quien 

debe definir el régimen aplicable, permitiendo entre otros que se analice el dolo o la culpa 

en cada caso. Esto con ocasión de la aplicación del principio iura novit curia7: 

 

“Es necesario reiterar que la única interpretación posible –en perspectiva judicial-- del 

artículo 68 de la Ley 270 de 1996 es que el mismo no establece un único título de 

atribución y que, en todo caso, le exige al juez contencioso administrativo definir si la 

decisión que privó de la libertad a un ciudadano se apartó de los criterios que gobiernan 

la imposición de medidas preventivas, sin que ello implique la exigencia ineludible y para 

todos los casos de valoraciones del dolo o la culpa del funcionario que expidió la 

providencia, pues, será en aplicación del principio iura novit curia, aceptado por la propia 

jurisprudencia del Consejo de Estado, que se establezca cuál será el régimen que ilumine 

el proceso y, por ende, el deber demostrativo que le asiste al demandante.”8   

 
Y ello es el resultado de que si bien el daño se predica del Estado, es necesario tener en cuenta que se 
puede generar a partir de la acción u omisión de sus servidores públicos, esto es, de un comportamiento 
que puede ser reprochable por irregular o ilícito.” En: Corte Constitucional. Sentencia C – 430 de 2000. M. 
P. Dr. Antonio Barrera Carbonell.  
6 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes Cuartas 
7 Este principio ha sido definido por la Corte Constitucional de la siguiente manera: “El principio iura novit 
curia, es aquel por el cual, corresponde al juez la aplicación del derecho con prescindencia del invocado 
por las partes, constituyendo tal prerrogativa, un deber para el juzgador, a quien incumbe la determinación 
correcta del derecho, debiendo discernir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, 
calificando autónomamente, la realidad del hecho y subsumiéndolo en las normas jurídicas que lo rigen.” 
En: Corte Constitucional. Sentencia T – 851 de 2010. M. P. Dr.: Humberto Antonio Sierra Porto.  
8 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes Cuartas  
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Otro aspecto tenido en cuenta por el Alto Tribunal citado para afirmar que tratándose de 

la privación injusta de la libertad es pertinente acudir o aplicar el régimen subjetivo de 

responsabilidad consisten en primer lugar en determinar que el nomen iuris del título de 

imputación denominado “privación injusta de la libertad”, trae en su contenido el vocablo 

“injusta”, lo cual permite colegir que para atribuir responsabilidad al Estado por esta 

causa, el Juez debe terminar que la decisión sea desproporcional o irrazonable, antes 

claro está, de verificar que la decisión sea ajustada al ordenamiento jurídico aplicable al 

caso concreto. Sobre este particular afirmó:  

 

“En el caso de la privación injusta de la libertad la Corte, ciñéndose exclusivamente al 

texto normativo y teniendo en cuenta las dos premisas señaladas, esto es, que el artículo 

90 de la Constitución no define un título de imputación y que, en todo caso, la falla en el 

servicio es el título de imputación preferente, concluyó en la sentencia C-037 de 1996 

que el significado de la expresión "injusta" necesariamente implica definir si la 

providencia a través de la cual se restringió la libertad a una persona mientras era 

investigada y/o juzgada fue proporcionada y razonada, previa la verificación de su 

conformidad a derecho.”9 (negrilla fuera de texto)  

 

Dicha proporcionalidad y razonabilidad puede verificarse según lo dispuesto en las 

normas de la Ley 906 de 2004, según las cuales, para la imposición de la medida de 

aseguramiento privativa de libertad se deben cumplir o acreditar con una serie de 

requisitos tales como la inferencia razonable, y que la misma se muestre como necesaria 

para evitar la obstrucción de la justicia, que el imputado constituya un peligro para la 

comunidad o la víctima y/o que el imputado no vaya a comparecer al proceso o al 

cumplimiento de la sentencia.10  

 

Dicho lo anterior, la Corte Constitucional ha concluido que no basta con verificar la 

causalidad en relación con aspectos de privación injusta de libertad, sino que además es 

deber el fallador verificar la proporcionalidad y razonabilidad de la medida restrictiva de 

la libertad impuesta. En tal sentido se destaca: 

 

“Retomando la idea que se venía planteando, tenemos que el juez administrativo, al 

esclarecer si la privación de la libertad se apartó del criterio de corrección jurídica exigida, 

debe efectuar valoraciones que superan el simple juicio de causalidad y ello por cuanto 

una interpretación adecuada del artículo 68 de la Ley 270 de 1996, sustento normativo 

 
9 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes Cuartas 
10 Ley 906 de 2004. – Artículo 308 
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de la responsabilidad del Estado en estos casos, impone considerar, independientemente 

del título de atribución que se elija, si la decisión adoptada por el funcionario judicial penal 

se enmarca en los presupuestos de razonabilidad, proporcionalidad y legalidad.”11 

 

De cara a lo anterior, resulta pertinente destacar lo que la Corporación en cita manifestó 

en relación con la aplicación del principio de in dubio pro reo, lo cual implica en el ámbito 

penal que para proferir una condena se debe llegar a un grado de conocimiento más allá 

de toda duda, y si esta persiste y no es superada, el Juez de Conocimiento debe emitir 

absolución en favor del procesado, pues se mantiene incólume la presunción de 

inocencia.   

 

Se advirtió por parte de la Corte que, en este tipo de casos, cuando hay imposición de 

medida de aseguramiento, pero absolución en aplicación del principio in dubio pro reo, la 

responsabilidad del Estado no opera de forma automática o/y objetiva, y esto se explica 

ya que en este tipo de casos la labor del Ente Acusador y del Juez de Conocimiento se 

torna más compleja de discernir. Esto por cuanto la Corte reconoce que, conforme al 

esquema procesal vigente, el mismo se adecua a una serie de principios tales como los 

de inmediación, contradicción, oralidad, entre otros, y que también la facultad de 

investigar y juzgar se encuentran en diferentes Instituciones. De allí que, a manera de 

ejemplo, al no existir en este esquema procesal lo que anteriormente se conocía como 

permanencia de la prueba, solamente en juicio oral al momento de practicarse las 

pruebas se puede determinar si el testigo miente, se contradice o si por el contrario dice 

la verdad y ayuda a soportar una teoría de caso. Esto implica que la valoración que hace 

un juez de garantías respecto de los elementos materiales probatorios es diferente a la 

que hace el Juez de Conocimiento para emitir fallo condenatorio o absolutorio.  En este 

sentido menciona la Corte: 

 

“Téngase en cuenta, por ejemplo, que en el esquema procesal penal anterior al actual  el 

Fiscal tenía la posibilidad de interactuar de manera más directa con la prueba; sin 

embargo, una vez se expide la Ley 906 de 2004, el protocolo procesal e investigativo 

cambió trascendentalmente de tal manera que la inmediación probatoria queda como 

asunto reservado al juez de conocimiento  y, en ese orden, una investigación que 

en principio parecía sólida, podría perder vigor acusatorio en el juicio oral.  

 

En un esquema acusatorio, que se basa en actos de investigación a cargo principalmente 

de la policía judicial , en el cual la contradicción y la valoración de la prueba , se 

materializan en el juicio oral, es desproporcionado exigirle al Fiscal y al juez con 

 
11 Corte Constitucional. Sentencia SU 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes Cuartas 
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función de control de garantías que hagan valoraciones propias de otras fases 

procesales en aras de definir, en etapas tan tempranas y a partir de elementos con 

vocación probatoria que se mostraban uniformes, la imposibilidad de que el 

procesado hubiera ejecutado la conducta,  ya que, se reitera, quien tiene la 

competencia para decidir acerca de la contundencia demostrativa de aquellos 

elementos es un funcionario judicial que actúa en etapas posteriores a las previstas 

para definir asuntos como la libertad.   

 

Es incuestionable, entonces, que solo ante la contradicción en el juicio oral se 

puede evidenciar que los testimonios, las pericias y los demás tipos de prueba 

obtenidos por el Estado tenían fallas o admitían lecturas contrarias.”12 

Tal conclusión se adecua con la naturaleza misma del proceso penal acusatorio y 

adversarial, el cual se sostiene, entre otros principios, en el de progresividad13. Al 

respecto se ha mencionado: 

 

“El natural estado de inocencia del que goza toda persona trae aparejada la exigencia de 

que para que se pueda originar en su contra un proceso penal deban existir ciertos 

elementos probatorios que conmuevan esa posición. Debe surgir cierta “sospecha” en su 

contra. Mas adelante, para poder formular acusación, es necesaria la “probabilidad” de 

que el hecho se haya cometido y que el imputado haya tenido participación en él. Sólo 

así será factible que el proceso continúe su secuela progresiva, requiriéndose que ese 

novel de probabilidad se mantenga a la hora de elevar la causa a juicio, el que, una vez 

agotado, sólo podrá dar lugar a una sentencia condenatoria si existe la “certeza” sobre 

aquellos extremos. Se advierte entonces que la gestación y progreso paulatino del 

proceso penal únicamente pueden tener lugar cuando el grado de conocimiento del juez 

con relación al hecho y a la individualización de sus partícipes vaya aumentando, 

teniendo como sustento objetivo las pruebas reunidas en él. Para superar las distintas 

etapas se requieren específicos grados intelectuales en ese sentido.”14    

  

Conforme a los criterios expuestos se puede concluir: en primer lugar, que ante casos de  

“privación injusta de la libertad”, el Juez debe decidir el caso verificando si en el sub 

examine se atendió a los criterios de proporcionalidad, razonabilidad y legalidad sobre la 

imposición de medidas de aseguramiento. Lo anterior teniendo en cuenta es estándar 

 
12 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes Cuartas 
13 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Decisión del 2 de octubre de 2019. Rad.: 53440. M. P. Dra.: 

Patricia Salazar Cuéllar  
14 Jauchen, Eduardo. Proceso penal. Sistema acusatorio adversarial. Buenos Aires. Editorial Rubinzal – Culzoni. 2015. 

Pág.: 297 – 298.  
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probatorio y el grado de conocimiento exigido por la Ley Procesal Penal para la 

imposición de las medidas coercitivas de carácter personal.   

 

En eventos en los cuales al procesado se le haya impuesto una medida de aseguramiento 

privativa de la liberta y posteriormente sea absuelto en aplicación del principio in dubio 

pro reo, se debe hacer por parte del Juez de la causa la verificación de los criterios arriba 

expuestos, pues tal como se manifestó por el Corte Constitucional, tanto la medida como 

la sentencia de fondo corresponden a dos escenarios diferentes donde no s ele puede 

exigir al Juez Penal el mismo criterio de valoración probatoria.   

 

El caso en concreto 

 

De la revisión de la demanda y los anexos se evidencia que en este caso al aquí 

demandante el Juez de Garantía le impuso medida de aseguramiento previa verificación 

de los requisitos para ello, con base en el principio de la progresividad probatoria, 

teniendo en cuenta el cuántum de la pena del delito imputado, según el cual, uno es el 

poder demostrativo del material probatorio que allega la Fiscalía para imponer una 

medida de aseguramiento  a es la capacidad demostrativa de los elementos materiales 

probatorios para imponer una medida de aseguramiento y  otra con mucho más poder 

demostrativo para soportar una condena. 

 

En el presente caso, la captura de la aquí demandante se produjo en estado de 

FLAGRANCIA en el lugar de los hechos el 29 de junio de 2016, cuando la patrulla de 

Policía de Vigilancia de la Localidad de Bosa en Bogotá, recibe llamado de la central de 

radio que indica que en la calle 70 Bis Sur con carrera 87 B Bis, se presentaba una riña, 

donde los vecinos del barrio contribuyeron a que no la agresora no se fugara.   

 

Por estos hechos, la Fiscalía le imputo los punibles de: autora de homicidio agravado, el 
cual a la luz de lo dispuesto en el artículo 318 por tener una pena superior a cuatro (4) 
años, se cumplen los requisitos para imponerla, si se tiene en cuenta que en este caso 
la captura se produjo en estado de flagrancia, el informe de captura, versiones de los 
vecinos del lugar, el informe de investigación de campo, acta de levantamiento y 
necropsia del cadáver, el testimonio del primo de la occisa JORGE IVAN TRUJILLO 
GONZALEZ, la versiones de varios vecinos, el informe de captura, el informe de 
investigación de campo, el acta de levantamiento del cadáver, la necropsia de la señora 
WENDY ELIZETH TRUJILLO, razón por la cual, la legalización de la captura y la 
imposición de la medida de aseguramiento, no es el resultado de una decisión 
jurisdiccional caprichosa, arbitraria, con dolo o constitutiva de una vía de hecho, lo que 
dio lugar a iniciar un proceso penal en su contra y se reunían los requisitos para  
imposición de una medida de aseguramiento intramural, además del agravante por el uso 
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de arma blanca, dada la peligrosidad, como lo establece el artículo 310 de la Ley 906 de 
2021, que permitían inferir la autoría o participación de la procesada en la comisión de 

una conducta punible.    
.  
No obstante, lo anterior, el Juez de Garantías le impuso medida de aseguramiento de 
detención preventiva DOMICILIARIA.  
  

Contra la medida de aseguramiento domiciliaria, la defensa, en el término de ejecutoria 

no interpuso recursos para debatir la ilegalidad de la misma, la cual quedó en firme, por 

lo que la jurisdicción administrativa no es el escenario para debatirla. 

 

Además, el legislador en el artículo 318 brinda a la defensa la posibilidad de solicitar en 

cualquier etapa del proceso, la revocatoria de la medida de aseguramiento, sin embargo, 

en el proceso no se observa solicitud alguna en este sentido. 

 

Aunado a lo anterior, también el legislador para evitar que el proceso demore hasta la 

audiencia de juzgamiento, prevé la posibilidad de que en cualquier estado del proceso se 

gestione ante la Fiscalía la solicitud de preclusión y consagra 7 causales en el artículo 

332 de la Ley 906 de 2004, para demostrar, pero tampoco se observa solicitud en este 

aspecto, por lo que esperó hasta la audiencia de juicio para que el Juez absolviera a su 

defendido, lo que contribuyó con la prolongación de la privación. 

 

En este contexto, es claro que, las decisiones del Juez de Control de Garantías se 
sujetaron a lo previsto en el artículo 28 de la Constitución Política y en los artículos 306, 
308, 310, 311, 313 y 310, estuvieron fundadas en criterios de RAZONABILIDAD, 
PROPORCIONALIDAD, PONDERACIÓN Y DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO al permitir la internación en establecimiento psiquiátrico al aquí 
demandante dado su grave estado de salud mental, producto de los cuales se arribó a 
una inferencia razonable, soportada además en los elementos materiales probatorios 
que le fueron presentados por parte de la Fiscalía, al momento de las audiencias de 
legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de 
aseguramiento, los cuales daban cuenta de la posible participación del aquí demandante 
frente al delito de rebelión, por lo que el acto jurisdiccional restrictivo preventivamente de 
la libertad del hoy demandante fue en un todo legal y proporcional, consecuencia de la 
inferencia razonable, con lo que la decisión se reputa legítima y legal. 
 

“La Corte Constitucional explicó, a través del comunicado sobre la Sentencia 
C-469 del 2016, la exequibilidad de varios apartes demandados del artículo 
310 del Código de Procedimiento Penal, relacionados con las circunstancias 
que el juez penal debe valorar para establecer si la libertad del imputado 
representa un peligro para la comunidad. 

http://legal.legis.com.co/frmMainContainer.aspx?path=penalpro
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Vale la pena recordar que estas circunstancias son las siguientes: 

La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación con 
organizaciones criminales. 

➢ El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos. 
➢ El hecho de estar disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena 

privativa de la libertad, por delito doloso o preterintencional. 
➢ La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso o 

preterintencional. 
➢ Cuando se utilicen armas de fuego o armas blancas. 
➢ Cuando el punible sea por abuso sexual con menor de 14 años. 
➢ Cuando hagan parte o pertenezcan a un grupo de delincuencia 

organizada”. 

Como quiera que en los hechos se utilizó arma blanca, había lugar a imponer medida de 
aseguramiento intramural, sin embargo se le impuso la domiciliaria, como ya se expresó.. 
 
Dicha situación se encuentra conforme con los dispuesto por organismos internacionales 
y el ordenamiento jurídico colombiano. En efecto, el artículo 28 de la Constitución 
Política15, autoriza la restricción del derecho a la libertad, siempre y cuando sea ordenado 
por la autoridad judicial competente, en cumplimiento de las formalidades legales y por 
motivo previamente definido en la ley, la cual, a su vez, debe atender criterios de 
razonabilidad y proporcionalidad, en tanto en derecho a la libertad no ostenta el carácter 
de absoluto.  
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido que resulta 
procedente, de forma excepcional, la privación de la libertad como medida cautelar. Es 
decir, se encuentra ajustado a los instrumentos internacionales que protegen derechos 
humanos que un Estado pueda privar de la libertad a una persona de forma preventiva: 
 

“ 69. En virtud del principio de inocencia, en el marco de un proceso penal, el 
imputado debe permanecer en libertad, como regla general. 
 
70. Sin perjuicio de ello, es aceptado que el Estado, sólo como excepción y 
bajo determinadas condiciones, está facultado para detener provisionalmente 
a una persona durante un proceso judicial aún inconcluso, con la atención de 
que la duración excesiva de la prisión preventiva origina el riesgo de invertir el 

 
15 ARTÍCULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni 
detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las 
formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 
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sentido de la presunción de inocencia, convirtiendo la medida cautelar en una 
verdadera pena anticipada.”16 

 
Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional ha destacado que bajo los presupuestos de 
la Constitución existen privaciones de la libertad que resultan legítimas en el marco de un 
proceso penal. En decisión de constitucionalidad del año 2016 resaltó lo siguiente:  
 

“No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el 
derecho a la libertad personal no es absoluto sino que se está sujeto a 
privaciones y restricciones temporales. Las privaciones legítimas a la libertad 
son llevadas a cabo por esencia en el marco del proceso penal, bajo la forma 
de sanciones contra el acusado, como consecuencia de su declaratoria de 
responsabilidad penal. Sin embargo, también en el trámite de la actuación el 
Estado puede afectar la libertad personal a través de decisiones cautelares, 
denominas medidas de aseguramiento, transitorias, decretadas con fines 
preventivos.  
 
Las medidas de aseguramiento implican la privación efectiva del derecho a 
la libertad personal, restricciones a su ejercicio o la imposición de otras 
obligaciones, con el objeto general de garantizar el cumplimiento de las 
decisiones adoptadas dentro del trámite, la presencia del imputado en el 
proceso y asegurar la estabilidad y tranquilidad sociales, de modo que se 
contrarresten hipotéticas e indeseables situaciones como producto del 
tiempo transcurrido en la adopción de la decisión y las medidas de fondo a 
que haya lugar.”17    

 
Bajo la Constitución la normatividad procesal vigente es al Juez de Control de Garantías 
al que le corresponde decidir sobre la imposición o no de una medida de aseguramiento. 
Para establecer si el daño causado al demandante es de carácter antijurídico, se hace 
necesario precisar cuál es el rol o función del Juez de Control de Garantías dentro del 
sistema penal acusatorio regulado por la Ley 906 de 2004 y el juez de conocimiento. 
 

 
16 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. INFORME No. 86/09 CASO 12.553 FONDO JORGE, 
JOSÉ Y DANTE PEIRANO BASSO REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 6 de agosto de 2009. Misma 
posición descrita en las siguientes decisiones:  Corte I.D.H., Caso López Álvarez. Sentencia de 1º de 
febrero de 2006. Serie C Nº 141, párrafo 69; Corte I.D.H., Caso García Asto y Ramírez Rojas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2005. Serie C Nº 137, párrafo 106; Corte I.D.H., Caso Acosta Calderón. Sentencia 
de 24 de junio de 2005. Serie C Nº 129, párrafo 75; Corte I.D.H., Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre 
de 2004. Serie C Nº 114, párrafo 180; y Corte I.D.H., Caso Suárez Rosero. Sentencia de 12 de noviembre 
de 1997. Serie C Nº 35, párrafo 77.  
17 Corte Constitucional. Sentencia C – 469 de 2016. M. P. Dr.: Luis Ernesto Vargas Silva. 
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Según la reforma constitucional del Acto Legislativo 03 de 2002, nuestro sistema penal 
es de tendencia acusatoria, es decir, que radica en la Fiscalía, la obligación de adelantar 
el ejercicio de la acción penal, y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento18, por manera que, no es del 
resorte del Juez de Garantías resolver, a motu proprio y ab initio, sobre la responsabilidad 
penal del imputado. 
 
Lo que sí compete, inicialmente, al Juez de Garantías es resolver lo atinente a la legalidad 
de los actos previos de: solicitud de orden de captura, legalización de captura, formulación 
de imputación e imposición de medida de aseguramiento,19 actuaciones que inician a 
petición de la Fiscalía, como titular de la acción penal, la cual se sustenta en la información 
oportuna y legalmente recogida por parte de la policía judicial, bajo su propia 
coordinación, que habilita la adopción de las medidas necesarias para evitar que la acción 
penal resulte inane. 
 
En el caso concreto la Fiscalía contaba con distintos elementos materiales probatorios 
que daban cuenta de la posible participación de la conducta delictiva desarrollada por 
parte de SANDRA ROCÍO SUÁREZ HUÉRFNO. Existieron diversas pruebas que 
permitían establecer la materialidad de la conducta, tales como, la captura en flagrancia, 
las versione de los vecinos al momento de los hechos, las amenazas anteriores de querer 
acabar con su vida, el informe de captura, así como la versión del primo de la occisa 
JORGE IVAN TRUJILLO GONZALEZ, razones suficientes para inferir la autoría o 

participación de la procesada en la comisión de una conducta punible.    
 
El proceso penal a medida que avanza exige un grado mayor de conocimiento, por ello 
tratándose de audiencias preliminares como la de imputación y medida, el conocimiento 
exigido es el menor que exige la Ley. Con razón expone la doctrina especializada que:  
 

“Según vamos avanzando en el proceso penal el grado de conocimiento 
exigido al funcionario judicial: juez o fiscal según el caso; va 
aumentando, de tal suerte que la ausencia de duda en cuanto a la 
existencia del delito y la atribución de responsabilidad debe ir 
despejándose a través del tamiz del procedimiento.”20  

 
La Corte Constitucional sentencia de unificación 072 de 2018, además de exponer que 
la antijuridicidad del daño está determinada por una decisión restrictiva de la 
libertad abiertamente ilegal, desproporcionada, irracional, inapropiada o arbitraria, 
precisó que bajo los derroteros del artículo 90 Constitucional y la sentencia C-037 de 

 
18 Artículo 250 C.P. 
19 Artículos 275 y s.s. del C.P.P. 
20 Suárez Ramírez José Leonardo. Inferencia razonable, probabilidad de verdad y conocimiento más allá de toda duda 
razonable. Grados de conocimiento en el proceso penal colombiano. Bogotá. Editorial Ibáñez. 2018. Pág.: 15.  
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1996, no puede aplicarse un régimen de responsabilidad riguroso e inmutable (objetivo) 
de manera general para los casos en que se alegue la privación injusta de la libertad, 
pues corresponde al juez de lo Contencioso Administrativo valorar el régimen de 
imputación aplicable de acuerdo a las particularidades del caso, considerando que el de 
falla del servicio (subjetivo) es el preponderante y general, y que el objetivo es 
excepcional y residual y solo aplica si el subjetivo resulta insuficiente para declarar la 
responsabilidad del Estado, pero, en todo caso, éste último debe aplicarse en casos en 
que la absolución se funde en el principio de in dubio pro reo o en la atipicidad 
subjetiva. 
 
En el presente caso, es claro, de un lado, que las decisiones del Juez de Control de 
Garantías se sujetaron a lo previsto en el artículo 28 de la Constitución Política y en los 
artículos 306, 308, 310, 311 y 313 de la Ley 906 de 2004, pues estuvieron fundadas en 
criterios de RAZONABILIDAD, PROPORCIONALIDAD y PONDERACIÓN, producto de 
los cuales se arribó a una inferencia razonable, soportada además en los elementos 
materiales probatorios que le fueron presentados por parte de la Fiscalía, al momento de 
las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de 
medida de aseguramiento, los cuales daban cuenta de la posible participación del  
convocante frente  a los delitos de falsedad marcaria en concurso con utilización ilegal de 
uniformes e insignias y en concurso con peculado por aplicación oficial diferente, por lo 
que el acto jurisdiccional restrictivo preventivamente de la libertad del hoy demandante 
fue en un todo legal y proporcional, consecuencia de la inferencia razonable, con lo que 
la decisión se reputa legítima y legal. 
 
Razones por las que se considera que el daño que alega el extremo demandante no 
tiene la calidad de antijurídico, pues, tanto la decisión de privar preventivamente de la 
libertad al imputado, como la sentencia absolutoria fueron consecuencia del agotamiento 
de los procedimientos y requisitos, tanto constitucionales, como legales, que la permiten 
y legitiman, en ejercicio del ius puniendi del Estado, y en procura de unos fines superiores 
en los que prevalece el interés general, por ende, se trató de un daño jurídicamente 
permitido. 
 

Finalmente, con base en lo dispuesto en la sentencia de la Corte Constitucional C - 037 
de 1996, en la que se determinó, como COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL lo que 
realmente constituye el DAÑO ANTIJURIDICO, al declarar la exequibilidad condicionada 
del artículo 68 de la Ley 70 de 1996, bajo el entendido de que el término 
“INJUSTAMENTE” para efectos de solicitar la declaratoria de responsabilidad del Estado 
por privación injusta de la libertad, se refiere a una actuación abiertamente 
desproporcionada y violatoria de procedimientos legales, de tal forma que se entienda 
que la privación de la libertad no resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento 
jurídico, claramente arbitraria (ratio decidendi), razón por la cual, corresponde a la parte 
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actora asumir la carga procesal de acreditar la ilegalidad de las decisiones, aspecto que 
en este caso no se encuentra acreditado, lo que desvirtúa la ANTIJURIDICIDAD 
deprecada.  

Lo anterior desvirtúa además, el error judicial deprecado, por cuanto no se ha 
demostrado que las decisiones adoptada por el Juez de Garantías y de Conocimiento se 
encuentran ajustadas a la Constitución y la Ley, es decir en derecho y si bien existió una 
privación de la libertad en el presente caso, en momento alguno la parte actora ha 
demostrado que sea ANTIJURÍDICA respeto a la Rama Judicial, toda vez que, no existe 
prueba que acredite, como ya se expresó que las decisiones adoptadas por los mencionados 
Operadores Judiciales sean arbitrarias, caprichosas o proferidas por fuera de los 
procedimientos legales, como lo exige la Sentencia C - 037 de 1996 de la Corte 
Constitucional.  

Culpa exclusiva de la víctima 

 

En el presente caso, la causa determinante del daño que aquí se reclama la constituye 

la conducta del aquí demandante, si se tiene en cuenta que, según el informe de captura, 

el día de los hechos estaba allí, incluso fue rodeada y retenida por el vecindario para que 

no se evadiera, de ello además da cuenta uno de los testigos, el primo de la accisa 

JORGE IVAN TRUJILLO GONZALEZ, quien informó que para el día de los hechos, 

mientras se encontraba en un billar del sector, pudo ver cuando su prima WENDY, paso 

hacia la casa de ella, y mientras éste conversaba con unos amigos, sale del billar en el 

que se encontraba, con el propósito de encender un cigarrillo y mira hacia la esquina y 

ve que la acusada SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO, empieza a correr hacia la 

casa donde ella vive, observando que con la acusada estaba su prima víctima y que la 

ciudadanía gritaba “la mató”, que al escuchar esto, corre hacia al sitio de los hechos y ve 

a su prima WENDY herida en el suelo por arma blanca, procediendo a informar a la 

autoridad policial. Por lo anterior, su presencia el día y en el lugar de los hechos se 

encuentra confirmada, lo que configura el indicio de presencia, lo que dio lugar a que en 

su contra se iniciara proceso penal de oficio dada la flagrancia, por lo que se expuso de 

manera imprudente, generando escándalo en vía pública, e hizo justicia por su propia 

mano, sin acudir a las autoridades legítimamente instituidas y era necesario clarificar su 

situación jurídica ante la justicia penal, es decir actuó con culpa grave.  

 

Por lo anterior, a partir de lo prescrito por el artículo 63 del Código Civil, la culpa 
es la conducta reprochable de la víctima, por violación del deber objetivo de 
cuidado, al no prever los efectos nocivos de su acto o, habiéndolos previsto, confió 
imprudentemente en poder evitarlos. Reviste el carácter de culpa grave aquel 
comportamiento grosero, negligente, despreocupado o temerario, al paso que el 
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dolo es asimilado a la conducta realizada con la intención de generar daño a una 
persona o a su patrimonio. 
 
El Consejo de Estado respecto a la responsabilidad de los Servidores Públicos, con 
Ponencia del Consejero Ponente Dr. Danilo Rojas Betancourth en sentencia del 2 de 
mayo de 2016, Radicado con el No. 520013310002002-01573-0 NI. 38303 Actor: Edgar 
Ricardo Zambrano y Otros, Demandadas: Nación Rama Judicial, Fiscalía General de la 
Nación en esta materia ha expresado:   
 

 “Teniendo en cuenta el fundamento normativo citado, y lo señalado por la 
Corte Constitucional, el Consejo de Estado ha indicado que el hecho de la 
víctima como eximente de responsabilidad se origina cuando el suceso 
causalmente vinculado a la producción del daño no es predicable de la 
administración, sino del proceder -activo u omisivo- de la propia víctima, al 
respecto ha dicho:  

  

(…) Cabe recordar que la culpa exclusiva de la víctima, entendida como la 

violación por parte de ésta de las obligaciones a las cuales está sujeto el 

administrado, exonera de responsabilidad al Estado en la producción del daño. 

(…).   
  
Específicamente, para que pueda hablarse de culpa de la víctima 

jurídicamente, ha dicho el Consejo de Estado, debe estar demostrada además 

de la simple causalidad material según la cual la víctima directa participó y fue 

causa eficiente en la producción del resultado o daño, el que dicha conducta 

provino del actuar imprudente o culposo de ella, que implicó la desatención a 

obligaciones o reglas a las que debía estar sujeta. Por tanto puede suceder en 

un caso determinado, que una sea la causa física o material del daño y otra, 

distinta, la causa jurídica la cual puede encontrarse presente en hechos 

anteriores al suceso, pero que fueron determinantes o eficientes en su 

producción.    

         (…)  
  
Lo anterior permite concluir que si bien se probó la  falla del servicio también 

se demostró que el daño provino del comportamiento exclusivo de la propia 

víctima directa, la cual rompe el nexo de causalidad; con esta ruptura el daño 

no puede ser imputable al demandado porque aunque la conducta anómala de 

la Administración fue causa material o física del daño sufrido por los 

demandantes, la única causa eficiente del mismo fue el actuar exclusivo y 

reprochable del señor Mauro Restrepo Giraldo, quien con su conducta culposa 
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de desacato a las obligaciones a él conferidas, se expuso total e 

imprudentemente a sufrir el daño (…)21.  
  

20.4. De conformidad con lo dicho, el hecho de la víctima se configura cuando 
esta dio lugar causalmente a la producción del daño, por haber actuado de 
forma dolosa o culposa22, esto es, con incumplimiento de los deberes de 
conducta que le eran exigibles. Si bien es cierto que de conformidad con lo 
establecido en el artículo 6 de la Constitución Política23 los particulares sólo 
son responsables por infringir las prohibiciones contenidas en normas 
legales, en tratándose de servidores públicos, aquellos son responsables por 
la omisión o extralimitación en el cumplimiento de sus funciones.   

20.5. Por esa circunstancia, cuando la privación se produce como 
consecuencia de una investigación adelantada contra un servidor público por 
un punible que presuntamente se produjo con ocasión del ejercicio de su 
cargo, para efectos de verificar si se configuró de un hecho de la víctima es 
preciso determinar cuáles eran sus funciones y obligaciones y establecer si 
el incumplimiento de alguna de ellas fue determinante para motivar a la 
Fiscalía a imponer la medida de aseguramiento25.   

Ahora, es preciso aclarar que dicho análisis de la conducta del servidor 
público no guarda identidad con el adelantado por las autoridades 
penales al momento de estudiar la culpabilidad del sindicado, teniendo 
en cuenta que para desentrañar los conceptos de dolo o culpa en sede de 
responsabilidad del Estado debe acudirse a las normas propias del derecho 
civil. Al respecto, ha dicho esta Corporación24:  

Para responder el anterior asunto cabe recordar que la Sala25 ha determinado 
que cuando se trata de acciones de responsabilidad patrimonial, el dolo o 
culpa grave que allí se considera, se rige por los criterios establecidos en el 

 
21 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 25 de julio de 2002, exp. 13744, C.P. María Elena Giraldo, 

reiterada en las sentencias de 11 de abril de 2012, exp. 23513, C.P. Mauricio Fajardo Gómez y de 9 de octubre de 

2013, exp. 33564, C.P. Hernán Andrade Rincón.   
22 En este punto se retoman las consideraciones vertidas en la sentencia de la Subsección B de 30 de abril de 2014, 

exp. 27414, con ponencia de quien proyecta este fallo.   
23 “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”.  
24 Op. cit., sentencia de 30 de abril de 2014, exp. 27414.  
25 [23] “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera Subsección B, 

sentencia de 18 de febrero de 2010, rad. 52001-23-31-000-1997-08394-01(17933), C.P.  Ruth Stella 

Correa Palacio”.  
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derecho civil, artículo 63 del Código Civil, que no se corresponden con los del 
derecho penal: (…)26.  
 

 

Sobre la noción de culpa y dolo, en esa oportunidad también consideró, en criterio 

que aquí se reitera que, culpa se ha dicho que es la reprochable conducta de un 

agente que generó un daño antijurídico (injusto) no querido por él pero producido 

por la omisión voluntaria del deber objetivo de cuidado que le era exigible de 

acuerdo a sus condiciones personales y las circunstancias en que actuó; o sea, la 

conducta es culposa cuando el resultado dañino es producto de la infracción al 

deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o 

habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo. También por culpa se ha entendido 

el error de conducta en que no habría incurrido una persona en las mismas 

circunstancias en que obró aquella cuyo comportamiento es analizado y en 

consideración al deber de diligencia y cuidado que le era exigible. 

Tradicionalmente se ha calificado como culpa la actuación no intencional de un 

sujeto en forma negligente, imprudente o imperita, a la de quien de manera 

descuidada y sin la cautela requerida deja de cumplir u omite el deber funcional o 

conducta que le es exigible; y por su gravedad o intensidad, siguiendo la tradición 

romanista, se ha distinguido entre la culpa grave o lata, la culpa leve y la culpa 

levísima, clasificación tripartita con consecuencias en el ámbito de la 

responsabilidad contractual o extracontractual, conforme a lo que expresamente 

a este respecto señale el ordenamiento jurídico. De la norma que antecede 

[artículo 63 del Código Civil] se entiende que la culpa leve consiste en la omisión 

de la diligencia del hombre normal (diligens paterfamilias) o sea la omisión de la 

diligencia ordinaria en los asuntos propios; la levísima u omisión de diligencia que 

el hombre juicioso, experto y previsivo emplea en sus asuntos relevantes y de 

importancia; y la culpa lata u omisión de la diligencia mínima exigible aún al 

hombre descuidado y que consiste en no poner el cuidado en los negocios ajenos 

que este tipo de personas ponen en los suyos, y que en el régimen civil se asimila 

al dolo28.  
  

Siendo así las cosas, en virtud del indicio de presencia u oportunidad física del aquí 

inculpado en el lugar y tiempo del delito, así haya sido absuelto, participo en la agresión 

contra el occiso, lo que rompe el nexo de responsabilidad de la Rama Judicial  

El hecho de un tercero 
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En el presente caso la causa determinante del daño que aquí se reclama la constituye el 
señalamiento directo que de ella como autora del hecho realizó el primo de la accisa 
JORGE IVAN TRUJILLO GONZALEZ, quien informó que para el día de los hechos, 
mientras se encontraba en un billar del sector, pudo ver cuando su prima WENDY, paso 
hacia la casa de ella, y mientras éste conversaba con unos amigos, sale del billar en el 
que se encontraba, con el propósito de encender un cigarrillo y mira hacia la esquina y 
ve que la acusada SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO, empieza a correr hacia la 
casa donde ella vive, observando que con la acusada estaba su prima víctima y que la 
ciudadanía gritaba “la mató”, que al escuchar esto, corre hacia al sitio de los hechos y ve 
a su prima WENDY herida en el suelo por arma blanca, procediendo a informar a la 
autoridad policial, en igual sentido da cuenta el informe de captura en flagrancia, y el 
señalamiento directo que también realizó el vecindario.  

 

De otra parte, no puede pasarse por alto que la Fiscalía con base en lo dispuesto en los 
artículos 7 y 381, de la Ley 906 de 20014, se comprometió demostrar la responsabilidad 
del imputado más allá de toda duda, para imponer una sentencia de condena, sin 
embargo, no pudo desvirtuar la presunción de inocencia de la aquí demandante.  

 

El hecho de un tercero ha sido definido por el Consejo de Estado, de la siguiente forma: 
 
“En relación con la causal de exoneración consistente en el hecho de un tercero, la 
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la misma se configura siempre y 
cuando se demuestre que la circunstancia extraña es completamente ajena al servicio y 
que este último no se encuentra vinculado en manera alguna con la actuación de aquél, 
de manera que se produce la ruptura del nexo causal; además, como ocurre tratándose 
de cualquier causa extraña, se ha sostenido que la misma debe revestir las 
características de imprevisibilidad e irresistibilidad, más allá de la consideración de 
acuerdo con la cual ha de tratarse de una conducta ajena a la de la entidad pública 
demandada. Adicionalmente, no puede perderse de vista que para que el hecho del 
tercero pueda ser admitido como eximente de responsabilidad no se precisa que sea 
culposo sino que constituya la causa exclusiva del daño27.” (Subrayas propias). 
 
La misma corporación, en reciente fallo, ha determinado los elementos que configuran su 
existencia como eximente de responsabilidad estatal, siendo estos, los siguientes: 
 
“Se destaca en particular, para los efectos de esta providencia, que el hecho del tercero 
será causa extraña que exonere de responsabilidad a la entidad demandada, cuando 

 
27 Expediente 25000-23-26-000-1993-09409-01(16927). M.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Sentencia del 25 de febrero 

de 2009. 
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reúna los siguientes requisitos: (i) Que el hecho del tercero sea la causa exclusiva del 
daño, porque si tanto el tercero como la entidad estatal concurrieron en la producción del 
daño existiría solidaridad entre éstos frente al perjudicado, en los términos del artículo 
2344 del Código Civil, lo cual le dará derecho a éste para reclamar de cualquiera de los 
responsables la totalidad de la indemnización, aunque quien pague se subrogará en los 
derechos del afectado para pretender del otro responsable la devolución de lo que 
proporcionalmente le corresponda pagar, en la medida de su intervención. (ii) Que el 
hecho del tercero sea completamente ajeno al servicio, en el entendido de que ese 
tercero sea externo a la entidad, es decir, no se encuentre dentro de su esfera jurídica y, 
además, que la actuación de ese tercero no se encuentre de ninguna manera vinculada 
con el servicio, porque si el hecho del tercero ha sido provocado por una actuación u 
omisión de la entidad demandada, dicha actuación será la verdadera causa del daño y, 
por ende, el hecho del tercero no será ajeno al demandado.  (iii) Que la actuación del 
tercero sea imprevisible e irresistible a la entidad; porque, de lo contrario, el daño le sería 
imputable a ésta a título de falla del servicio en el entendido de que la entidad teniendo 
el deber legal de hacerlo, no previno o resistió el suceso. Como lo advierte la doctrina 
“sólo cuando el acontecimiento sobrevenido ha constituido un obstáculo insuperable para 
la ejecución de la obligación, deja la inejecución de comprometer la responsabilidad del 
deudor”28. 
 
Bajo esta perspectiva, en el presente caso se configura una causa extraña que impide 
que el daño antijurídico sea imputable a la Rama Judicial.  

 
Deficiencia probatoria  
 
Tratándose de casos como el presente, debe tenerse en cuenta que con base en lo 
dispuesto en los artículos 7 y 381, de la Ley 906 de 20014, se comprometió demostrar 
la responsabilidad del imputado más allá de toda duda, para imponer una sentencia de 
condena. 
 
La Fiscalía General de la Nación es la titular de la acción penal (Art, 250 Constitución 
Política) y en consecuencia es esta institución a través de sus delegados quien tiene la 
faculta de investigar, recaudar elementos materiales probatorios e imputar y solicitar 
medida de aseguramiento ante los jueces de control de garantías. 
 
La formulación de imputación es definida por el legislador de la siguiente manera: “La 
formulación de imputación es el acto a través del cual la Fiscalía General de la Nación 

 
28 Expediente 25000-23-26-000-1998-00668-01(19287). M.P.: Ruth Stella Correa Palacio. Sentencia del 18 
de marzo de 2010. 
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comunica a una persona su calidad de imputado, en audiencia que se lleva a cabo ante 
el juez de control de garantías.” 29 
 
Así mismo, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en reiterada y 
reciente jurisprudencia se ha encargado de identificar las características o 
consecuencias prácticas de esta figura en la Ley 906 de 2004, destacando entre otras 
que se trata de una potestad exclusiva de la Fiscalía, que no tiene control material por 
parte del Juez y que es relevante para la solicitud de medida de aseguramiento. En este 
orden de ideas ha mencionado esta Corporación al hacer estudio del artículo 308 de la 
Ley 906 de 2004: 
 

“De esta norma se desprende lo siguiente: (i) mientras el “juicio de 
imputación” le está asignado al fiscal, sin posibilidades de control 
material por parte de los jueces, la determinación de la inferencia 
razonable sobre la autoría o participación del imputado frente al que se 
solicita la medida cautelar le corresponde al juez; (ii) a diferencia de la 
imputación, la solicitud de medida de aseguramiento implica la 
obligación de presentar y explicar las evidencias que sirven de 
soporte a la inferencia razonable de autoría o participación, sin 
perjuicio de lo atinente a los fines de la medida cautelar; (iii) la 
medida de aseguramiento se analiza a la luz de uno o varios delitos en 
particular, entre otras cosas porque, según el artículo 313 ídem, la prisión 
preventiva está reservada a unas determinadas conductas punibles; y 
(iv) por tanto, el estudio de esta temática solo puede realizarse a 
partir de una hipótesis de hechos jurídicamente relevantes 
debidamente estructurada.”30 

 
De lo anterior se colige que la formulación de imputación limita o determina el debate 
propio de la medida de aseguramiento y si bien es cierto corresponde al Juez de Control 
de Garantías imponer la medida de aseguramiento, esta decisión se encuentra supeditada 
a la solicitud de imputación cuya carga corresponde al Ente Acusador. En tal sentido, es 
responsabilidad de la Fiscalía realizar los actos de investigación idóneos para llevar al 
Juez a un grado de conocimiento, en inferencia razonable, sobre la responsabilidad del 
procesado. 
 
Es pertinente resaltar que el proceso penal colombiano se caracteriza porque rige o se 
reconocido, entre otros, el principio de progresividad. Este ha sido reconocido y 
desarrollado por la Corte Suprema de Justicia en el sentido de que precisamente es 

 
29 Ley 906 de 2004. Art. 286 
30 Corte Suprema de Justicia. Sala de casación Penal. Decisión del 5 de junio de 2019. Rad.: 51007 M. P. Dra.: Patricia 
Salazar Cuéllar  
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responsabilidad de la Fiscalía General de la Nación verificar si para imputar (y 
consecuentemente solicitar una medida de aseguramiento) se encuentran los 
presupuestos exigidos por la Ley procesal penal. En tal sentido ha expresado la Sala 
Penal: 
 

“Afirmar que la acción penal es técnicamente un ius ut procedatur o 
derecho a que se proceda no es una mera formulación teórica, sino que 
en la práctica supone reconocer la existencia de determinados 
momentos en el iter procedimental donde se va depurando la 
acusación. Precisamente por esta razón la acción penal, a diferencia 
de la civil, se caracteriza por ese desarrollo progresivo y 
escalonado, donde a través de una serie de opciones y decisiones 
jurisdiccionales se efectúa el control de la consistencia y 
fundamentación de la acusación. 
 
En los diversos «escalones» del proceso penal la Fiscalía debe 
examinar previamente su fundabilidad. El primero de estos 
momentos o «escalones» viene constituido por el control 
jurisdiccional efectuado sobre los actos procesales de iniciación 
que determinan una imputación de parte. El grado de verosimilitud 
en que se funda este escalón es una simple posibilidad. Por ello el 
artículo 287 de la Ley 906 señala que la imputación se eleva cuando, 
de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información 
legalmente obtenida, se infiere razonablemente que el imputado es 
autor o partícipe del delito que se investiga. La imputación formal no 
sólo es una exigencia que posibilite el derecho de defensa (art. 290 
ibídem), sino que cumple la función garantista de evitar, en un primer 
estadio, las acusaciones infundadas.”31 (negrilla fuera de texto) 
 

Bajo el caso objeto de estudio, puede encontrarse que la Fiscalía posiblemente incurrió 
en una omisión que llevó a la absolución por duda de la aquí demandante. Por lo que la 
Fiscalía en el plan metodológico debe propender por buscar más testigos directos que, 
testigos de referencia, que permitan estructurar una sentencia de condena.  
 
Respecto a la absolución en aplicación del principio in dubio pro reo, la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:  
 

 
31 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Decisión del 25 de abril de 2007. Rad.: 26309. M. P. Dr.: Yesid 
Ramírez Bastidas. Posición reiterada en:  Corte Suprema de Justicia. Sala de casación Penal. Decisión del 5 de junio 
de 2019. Rad.: 51007 M. P. Dra.: Patricia Salazar Cuéllar 
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““…Si la presunción de inocencia es un estado garantizado constitucional y 
legalmente a toda persona que se le inicie un proceso en nuestro territorio 
patrio, desprendiéndose la regla del in dubio pro reo en el sentido de que 
toda duda debe resolverse a favor del procesado, y que al aplicarse por 
los funcionarios judiciales conduce indefectiblemente a la declaratoria de NO 
RESPONSABILIDAD, bien a través de la preclusión de la investigación o de 
la sentencia absolutoria, de ninguna manera puede equiparársele con la 
declaratoria de INOCENCIA, habida cuenta que si la DUDA se entiende 
como carencia de CERTEZA, deviene como lógica reflexión en los casos en 
que se considere, no la aseveración de que se juzgó a un inocente, sino 
la IMPOSIBILIDAD PROBATORIA para que se dictara sentencia 
condenatoria…”32 

 
Tal como lo reprochó el Juez 41 Penal del Circuito con Función de Conocimiento de 
Bogotá, la Fiscalía no llevó a juicio elementos de convicción que permitieran establecer la 
responsabilidad del aquí demandante.  
 
No sobra destacar que inicialmente, al Juez de Control de Garantías se le presentaron los  
elementos materiales probatorios suficientes para imponer una medida de aseguramiento, 
por lo que le correspondía hacer un esfuerzo mayor en su investigación para llevar al Juez 
a un convencimiento más allá de toda duda en la audiencia de juicio.  
 
El Juez emitió fallo absolutorio por duda en aplicación del principio in dubio pro reo, por 
cuanto de las pruebas aportadas por la Fiscalía y la Defensa se generó un mando de 
duda probatoria, la cual debió ser resuelta a favor del aquí demandante, lo que permite 
concluir que la Fiscalía, no pudo desvirtuar la presunción de inocencia. De dicha situación 
se puede concluir que hubo falencias por parte de la Fiscalía en cuanto a la investigación 
y la acreditación probatoria, pues inclusive renunció a la práctica de sus pruebas. Se 
desconoció el siguiente precepto: 
 
“Durante la audiencia el juez dará la palabra a la fiscalía y luego a la defensa para que 
soliciten las pruebas que requieran para sustentar su pretensión. 
 
(…) 
 
Las partes pueden probar sus pretensiones a través de los medios lícitos que libremente 
decidan para que sean debidamente aducidos al proceso.”  
 

 
32 Corte suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Decisión del 15 de julio de 2003. Rad.: 17866. M. P. Dr.: Jorge Aníbal Gómez 
Gallego. Posición reiterada en decisión del 13 de junio de 2012. Rad.: 35331.  
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Conforme a lo anterior se colige que la Fiscalía General de la Nación siendo la parte 
legitimada para solicitar las pruebas que sustenten su petición de condena, debía hacerlo 
en debida forma. De manera que siendo del Ente Acusador la carga procesal de 
demostrar la responsabilidad penal con elementos materiales de prueba admisibles y con 
el poder suasorio suficiente, también al no cumplir con esta carga ni desarrollar de 
manera idónea la practica probatoria, se puede atribuir la responsabilidad a esta 
Institución, de no lograr probar sus propias pretensiones por los mismos errores en que 
incurrió. Se puede evidenciar el desconocimiento del principio de progresividad den el 
caso concreto, pues antes de realizar los actos procesales de imputación, acusación y 
petición de condena en juico oral, la Fiscalía examinar la fundabilidad de estos, tal como 
lo ha desarrollado la jurisprudencia.   
 
DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO 
 
El Juzgado 41 Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Bogotá, emitió fallo 
absolutorio por aplicación del principio in dubio pro reo. En tal sentido debe tenerse en 
cuenta que, en sentencia de unificación de la Corte Constitucional, se realizaron una serie 
de precisiones sobre la responsabilidad del Estado cuando se constata en el proceso 
penal la aplicación de este principio. Al respecto en sentencia SU - 072 de 2018 
manifestó: 
 

“Así las cosas, los otros dos eventos definidos por el Consejo de Estado como 
causas de responsabilidad estatal objetiva –el procesado no cometió la 
conducta y la aplicación del in dubio pro reo- exigen mayores esfuerzos 
investigativos y probatorios, pues a pesar de su objetividad, requiere del Fiscal 
o del juez mayores disquisiciones para definir si existen pruebas que permitan 
vincular al investigado con la conducta punible y presentarlo como el probable 
autor de la misma.  
  
La condena automática del Estado cuando se logra demostrar que el acusado 
no fue responsable de la conducta punible –antes, “no cometió el hecho”- o 
que su responsabilidad no quedó acreditada con el grado de convicción que 
exige la normativa penal, no satisface la necesidad de un ordenamiento 
armónico que además avance a la par de los desafíos normativos.  
 
(…) 
 
En un esquema acusatorio, que se basa en actos de investigación a cargo 
principalmente de la policía judicial, en el cual la contradicción y la valoración 
de la prueba , se materializan en el juicio oral, es desproporcionado exigirle al 
Fiscal y al juez con función de control de garantías que hagan valoraciones 
propias de otras fases procesales en aras de definir, en etapas tan tempranas 
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y a partir de elementos con vocación probatoria que se mostraban uniformes, 
la imposibilidad de que el procesado hubiera ejecutado la conducta,  ya que, 
se reitera, quien tiene la competencia para decidir acerca de la contundencia 
demostrativa de aquellos elementos es un funcionario judicial que actúa en 
etapas posteriores a las previstas para definir asuntos como la libertad.   
 
Es incuestionable, entonces, que solo ante la contradicción en el juicio oral se 
puede evidenciar que los testimonios, las pericias y los demás tipos de prueba 
obtenidos por el Estado tenían fallas o admitían lecturas contrarias. 
 
(…) 
 
Es necesario reiterar que la única interpretación posible –en perspectiva 
judicial-- del artículo 68 de la Ley 270 de 1996 es que el mismo no establece 
un único título de atribución y que, en todo caso, le exige al juez contencioso 
administrativo definir si la decisión que privó de la libertad a un ciudadano se 
apartó de los criterios que gobiernan la imposición de medidas preventivas, sin 
que ello implique la exigencia ineludible y para todos los casos de valoraciones 
del dolo o la culpa del funcionario que expidió la providencia, pues, será en 
aplicación del principio iura novit curia, aceptado por la propia jurisprudencia 
del Consejo de Estado, que se establezca cuál será el régimen que ilumine el 
proceso y, por ende, el deber demostrativo que le asiste al demandante. ”  
 

De otra parte, la Sala de Casación penal de la Corte Suprema de Justicia en reiterada 
jurisprudencia ha afirmado que la aplicación del principio in dubio pro reo no se equipara 
con la inocencia del procesado, sino que simplemente no se llegó a un convencimiento 
más allá de toda duda, con base en las pruebas practicadas. Al respecto ha señalado el 
Alto Tribunal: 
 

““…Si la presunción de inocencia es un estado garantizado constitucional y 
legalmente a toda persona que se le inicie un proceso en nuestro territorio 
patrio, desprendiéndose la regla del in dubio pro reo en el sentido de que 
toda duda debe resolverse a favor del procesado, y que al aplicarse por los 
funcionarios judiciales conduce indefectiblemente a la declaratoria de NO 
RESPONSABILIDAD, bien a través de la preclusión de la investigación o de 
la sentencia absolutoria, de ninguna manera puede equiparársele con la 
declaratoria de INOCENCIA, habida cuenta que si la DUDA se entiende como 
carencia de CERTEZA, deviene como lógica reflexión en los casos en que se 
considere, no la aseveración de que se juzgó a un inocente, sino la 
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IMPOSIBILIDAD PROBATORIA para que se dictara sentencia 
condenatoria…”33 

 
Bajo el anterior criterio, resulta evidente que los hechos del caso en concreto permiten 
establecer que no se puede atribuir responsabilidad por el simple hecho de que haya una 
decisión de carácter absolutorio. En efecto, no se descartó la materialidad de la conducta, 
solamente que, debido a la insuficiencia de la Fiscalía en la actividad probatoria, no se 
pudo llegar a un conocimiento más allá de toda duda sobre la responsabilidad penal.  
 
Es por lo anterior que, cuando la Fiscalía incumple sus deberes probatorios, lo cual da 
lugar a que se deba absolver a la procesada no surge la responsabilidad del Estado 
respecto de la Nación - Rama Judicial, toda vez que, la privación de la libertad, tuvo origen 
en el caudal probatorio allegado inicialmente por el Ente investigador,  en los que, por las 
deficiencias allí consignadas, el proceso no contó con las pruebas suficientes para ser 
tenidos como plena prueba y soportar una decisión condenatoria contra la aquí 
demandante 
 
 

4.- PRUEBAS Y PERJUICIOS  
 
La parte actora solicita indemnización de perjuicios, materiales, morales y a la vida de 
relación, los cuales no hay lugar a su reconocimiento, con base en los argumentos de 
hecho y de derecho anteriormente expuesto. 
 
La parte demandante como lucro cesante reclama la suma de $120’000.000, por 
concepto de salarios dejados de percibir por su actividad comercial, argumentando que 
percibía ingresos por $2’000.000 mensuales, sin acreditar con prueba documental, 
extractos bancarios, o libros de contabilidad dichos ingresos, por lo que no hay lugar a 
su reconocimiento por cuanto no acredita una vinculación laboral. 
 
Respecto a los perjuicios morales, afirma el apoderado de la parte actora que los aquí 
demandantes sufrieron: dolor, aflicción congoja, angustia, tristezas, pesares presentes, 
pasados y futuros, daños y trastornos de la personalidad, malformaciones del carácter, 
los que están asociados con problemas de salud mental,  pero no acredita con Historia 
Clínica el haber sido atendida por su EPS, por cuanto solo el Médico puede certificar 
estas dolencias y establecer su posible causa, por cuanto dichos síntomas tiene varias 
causas. Por lo que no hay lugar a su reconocimiento.  
 

 
33 Corte suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Decisión del 15 de julio de 2003. Rad.: 17866. M. P. Dr.: Jorge Aníbal Gómez 
Gallego. Posición reiterada en decisión del 13 de junio de 2012. Rad.: 35331.  



                                                                    

                                                                         Consejo Superior de la Judicatura 

                                                                              Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 
 

 

 
Calle 72 No. 7 -96   Conmutador 3127011    www.ramajudicial.gov.co 

 
No. GP 059 – 1 No. SC 5780 - 1 

Los perjuicios morales y a la vida de relación (salud) son excluyentes no 
acumulativos 
 
La parte actora reclama simultáneamente perjuicios morales y a la vida de relación, 
pretensiones que no son acumulativas. 
 
El Consejo de Estado ha prohibido el doble pago de perjuicio morales y los relacionados 
y con la vida de relación, como lo establece la sentencia de unificación del Consejo de 
Estado del 28 de agosto de 2014, Expediente 26251, Consejero Ponente Dr. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa. Actor Ana Rita Alarcón, demandado Municipio de Pereira, 
por cuanto son excluyentes y no acumulativos. Por lo anterior, no hay lugar a su 
reconocimiento. 
 
Pruebas de la parte demandada 
 
Respecto a la carga de la prueba el Consejo de Estado, ha expresado: 
 
“CARGA DE LA PRUEBA - Naturaleza / CARGA DE LA PRUEBA - Regla de conducta 
del juez / CARGA DE LA PRUEBA - Principio de autorresponsabilidad El concepto de 
carga de la prueba se convierte en (i) una regla de conducta para el juez, en virtud de la 
cual se encontrará en condiciones de proferir fallo de fondo incluso cuando falte en el 
encuadernamiento la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que 
debe aplicar y, al mismo tiempo, (ii) en un principio de autorresponsabilidad para las 
partes, derivado de la actividad probatoria que desplieguen en el proceso, pues si bien 
disponen de libertad para aportar, o no, la prueba de los hechos que las benefician y/o la 
contraprueba de aquellos que, habiendo siendo acreditados por el adversario en la litis, 
pueden perjudicarlas, las consecuencias desfavorables derivadas de su eventual 
inactividad probatoria corren por su cuenta y riesgo. En otros términos, «no existe un 
deber de probar, pero el no probar significa en la mayoría de los casos la derrota»; 
las reglas de la carga de la prueba sirven para establecer cuál de las partes tendrá 
que soportar el resultado desfavorable derivado de una actividad probatoria o de 
la falta de alegación o de una alegación incompleta, pues aunque el juez no 
disponga de todos los hechos cuyo conocimiento hubiera resultado necesario para 
fallar en uno u otro sentido, la prohibición de «non liquet» le obliga a resolver, en 
todo caso. Es entonces cuando las reglas de la carga de la prueba le indicarán en cabeza 
de cuál de las partes recaía la obligación de haber acreditado un determinado hecho y, 
por consiguiente, a quién corresponderá adscribir, en la sentencia, las consecuencias 
desfavorables derivadas de su no demostración, pues dichas reglas, precisamente, 
permiten al fallador cumplir con su función de resolver el litigio cuando falta la prueba, sin 
tener que abstenerse de dirimir, de fondo, la cuestión, para no contrariar, con un 
pronunciamiento inhibitorio, los principios de economía procesal y de eficacia de la 
función jurisdiccional. En los procesos que cursan ante el Juez de lo Contencioso 
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Administrativo, en que quien pretende determinado efecto jurídico debe acreditar 
los supuestos de hecho de las normas en que se ampara, luego, en general, 
corresponde la carga de la prueba de los hechos que sustentan sus pretensiones, 
en principio, al demandante, al paso que concierne al demandado demostrar los 
sucesos fácticos en los cuales basa sus excepciones o su estrategia de defensa. 
(Consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ Bogotá, D.C., febrero cuatro (04) de 
dos mil diez (2010) Radicación número: 70001-23-31-000-1995-05072-01(17720) Actor: 
ULISES MANUEL JULIO FRANCO Y OTROS Demandado: MUNICIPIO DE SANTIAGO 
DE TOLU Y OTROS). 

NOTA DE RELATORIA: Sobre carga de la prueba”, (Consejo de Estado, Sección Tercera, 
sentencias del 28 de octubre de 1976, MP. Jorge Valencia Arango; del 30 de junio de 
1990, rad. 3510, MP. Antonio J. Irisarri Restrepo y del 16 de 2007, MP. Ruth Stella Correa 
Palacio; rad. 25000-23-25-000-2002-00025-02(AG)). 

 
5.- ANEXOS 

 
1.- Copia de la Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, por medio de la cual el 
Director Ejecutivo delega la función de Representación Judicial de la Nación -  Rama 
Judicial en la Directora Administrativa de la División de Procesos de la Unidad de 
Asistencia Legal y Copia de la Resolución No. 7361 del 3 de noviembre de 2016 mediante 
la cual se nombra en propiedad a la doctora BELSY YOHANA PUENTES DUARTE como 
Directora Administrativa de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva de 
Administración judicial y Acta de posesión del 30 de noviembre de 2016. 
 

6.- NOTIFICACIONES 

Ministerio Público: Procurador Judicial Administrativa No se ha designado. 
 
Apoderado de la parte actora: abogado Hermes Jose Cárdenas Alvarado, correo: 
herca1@hotmail.com y hermescasrdenas.HC,@gmail.com, cel. 310-8782026. 
 
Fiscalía General de la Nación: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 
   
Las notificaciones personales las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, Calle 72 No.7 - 96 Piso 8º. Tel. 3127011 Ext. 705661 
de Bogotá D.C. o en el buzón electrónico de notificaciones: Correo electrónico: 
notifdeaj@deaj.ramajudicial.gov.co o al mi correo institucional: 
jdazat@deaj,ramajudicial.gov.co  Celular: 320-4685184. 
 
Del Señor Juez,  

mailto:Apodeiuris.asociadosrosa@hotmail.com
mailto:johnalexbm@hotmail.com
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:notifdeaj@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:jbuitram@deaj,ramajudicial.gov.co
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JESÚS GERARDO DAZA TIMANÁ 
C.C. No 10’539.319 de Popayán. 
T.P. No 43.870 del C. S. de la J. 
Correo: jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co 
Cel: 320-4685184. 
 

mailto:jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co
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Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.

De: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
Enviado el: lunes, 6 de septiembre de 2021 2:16 p. m.
Para: Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.
Asunto: RV: Apoderado  Rama Judicial con todo respeto remite contestación de demanda: 

SANDRA ROCIO SUAREZ HUERFANO. Rad. 060-2021-00118-00.
Datos adjuntos: %%Contesta dda Sandra Rocio Suarez Huerfano Ley 906 de 2004  preclusion docx.pdf; 

Poder Sandra Rocio Huerfano DEAJALO21 4808.pdf; ANEXOS DE PODER Dra Belsy 
Yohana.pdf

 
 
Cordial saludo,  
  
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para 
el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá 
confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  
 
Atentamente,  
  

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 
GPT 

De: Jesus Gerardo Daza Timana <jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: jueves, 2 de septiembre de 2021 4:15 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: Diana Carolina Ramírez Molano <dramirem@deaj.ramajudicial.gov.co>; herca1@hotmail.com 
<herca1@hotmail.com>; ANDRES MAURICIO CARO BELLO <jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co>; Jesus Gerardo 
Daza Timana <jdazat@deaj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Apoderado Rama Judicial con todo respeto remite contestación de demanda: SANDRA ROCIO SUAREZ 
HUERFANO. Rad. 060-2021-00118-00.  
  
Bogotá D. C., martes, 1 de septiembre de 2021.  
  
  
Doctor  
ALEJANDRO BONILLA ALDANA  
Juez Sesenta (60) Administrativa de Bogotá – Oralidad.  
Sección Tercera.  
E.S.D.  

  
  
Referencia:               11001-33-43-060-2021-00118-00.  
Medio Control:         Reparación Directa   
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Demandante:           Sandra Rocío Suárez Huérfano y Otros.  
Demandado:            Nación - Rama Judicial y Otros.   
 
En mi condición de apoderado de la Nación - Rama Judicial en el proceso de la referencia, con todo 

comedimiento remito: contestación de demanda, poder y anexos.  
 
Del Señor Juez, 
 
 
Jesús Gerardo Daza Timaná 
CC No. 10'539.319 de Popayán 
TP No. 43. 870 del CSJ. 
Cel: 320 - 4685184. 
 
 
 
 
 
 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de 
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo 
al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su 
contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 
2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la 
información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización 
explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede 
guardarlo como un archivo digital.  


